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Resumen

La presente investigación titulada “La Inobservancia al artículo 139º inc. 3) dela

Constitución Política, y las sanciones impuestas por el Servicio de

Administración Tributaria de Lima, por infracciones al servicio de taxi”; tiene

como objetivo general determinar el tipo de relación que existe entre la

inobservancia al artículo 139º inc. 3) de la Constitución Política y las sanciones

impuestas por infracciones al servicio de taxi; siendo el problema yla hipótesis

principal a resolver, el establecer qué tipo de relación existe. Para la realización

del presente trabajo se utilizó el método de investigación deductivo-inductivo; y

se tuvo como población a los administrados que fueron sancionados por el

Servicio de Administración Tributaria de Lima – SAT; en una clara vulneración

al debido procedimiento contenido en el art. 139º inc.

3) de la Constitución Política; se contó con una muestra conformada por 60

personas, a quienes se les aplico los cuestionarios el cual sirvió como

instrumentos de investigación; asimismo, estos aportaron documentación que

fueron procesados y analizados, plasmando los resultados a través de gráficos

y tablas, en las cuales se determinaron los porcentajes correspondientes; las

hipótesis fueron sometidas a la prueba estadística no paramétrica de correlación

de Rho de Spearman, a fin de exponer el nivel de relación de las variables; el

diseño de la investigación es descriptivo- correlacional.

PALABRAS CLAVE: Debido proceso, tutela jurisdiccional, Inobservancia,

procedimiento administrativo sancionador.
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Abstrac

The present investigation entitled “Inobservance to article 139º Inc. 3) of the

Political Constitution, in which the Tax Administration Service of Lima incurs, at

the time of sanctioning for infractions to the taxi service ”; Its general objective is

to determine the type of relationship that exists between non- observance of

article 139, inc. 3) of the Political Constitution and the sanctions imposed for

infractions to the taxi service; being the problem and the main hypothesis to

solve, to establish what type of relationship exists. For the realization of this work

the deductive-inductive research method was used; and the population was

administered to those who were sanctioned by the Tax Administration Service of

Lima - SAT; in a clear violation of due process contained in art. 139º inc. 3) of the

Political Constitution; there was a sample of 60 people, to whom the

questionnaires were applied, which served as research instruments; Likewise,

they provided documentation that was processed and analyzed, reflecting the

results through graphs and tables, in which the corresponding percentages were

determined; the hypotheses were subjected to the non-parametric statistical test

of Spearman's Rho correlation,

in order to show the level of relationship of the variables; The research design is

descriptive-correlational.

KEY WORDS: Due process, jurisdictional guardianship, Non-compliance,

sanctioning administrative procedure.
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INTRODUCCCIÓN

El propósito del presente trabajo de investigación es la de realizar un minucioso

estudio sobre cuáles son las causas que conllevan a que el Servicio de

Administración Tributaria de Lima – SAT, sancione por infracciones al servicio

de taxi, vulnerando el derecho al debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva,

garantizada en el artículo 139° inc. 3) de la Constitución Política.

La problemática se genera por que se ha observado irregularidades en que

incurre el Servicio de Administración Tributaria de Lima –SAT, cuando sanciona

a los administrados por infringir las normas que regulan el servicio de taxi en

Lima Metropolitana; con relación a las Actas de Control R01, R02 y R05; que

ante el supuesto, de la negativa del conductor infractor a identificarse; la norma

especial Ordenanza Municipal № 1684 en su artículo 77° que en su inciso 77.3),

establece que: “En el caso que el conductor intervenido, ante la solicitud del

Inspector Municipal de Transporte interviniente, se negara a entregar la

documentación solicitada, el inspector procederá a levantar el Acta de Control

en la que dejara constancia de la intervención así como de la negativa de

entregar la documentación solicitada; debiendo adjuntar los medios probatorios

que correspondan al caso en concreto”.

Que, del análisis de los expedientes observados, se evidencia la trasgresión a lo

que establece este artículo; toda vez, que lo que se adjunta como medio de

prueba es una fotografía donde no se puede apreciar la ocurrencia de la

infracción atribuida; por lo que estas Actas de Control deberían de ser declaradas

nulas de pleno derecho, al contar con un medio de prueba insuficiente.

Asimismo, el artículo 62º inciso 3) de la Ordenanza Municipal № 1684; establece
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que el material fotográfico será admitido como un medio probatorio, solo si en

esta se pueda verificar la comisión de la infracción. Cosa que no ocurre con los

medios probatorios que sustentan las sanciones impuestas; materializándose de

esta manera la trasgresión del derecho al debido proceso y la tutela

jurisdiccional, amparada por el artículo 139º inc. 3) de la Constitución Política;

que si bien el tema es de naturaleza administrativa, el cumplimiento de este

articulado constitucional también es de observancia obligatoria en las instancias

administrativas; tal como lo ha desarrollado el Tribunal Constitucional en sendas

sentencias.

Entonces, en este trabajo se analizó las variables en relación a sus dimensiones

e indicadores; asimismo, las hipótesis fueron sometidas a la prueba no

paramétrica de correlación de Rho Spearman; con el objetivo de establecer el

tipo de relación existente entre la inobservancia al art. 139º inc.

3) de la Constitución Política y las sanciones impuestas por infracciones al

servicio de taxi.

El Primer Capítulo de la presente investigación, se desarrolló el planteamiento

del problema, las justificaciones que motivaron su desarrollo y los objetivos

trazados; el Segundo Capítulo contiene las bases teóricas relacionadas a las

variables que sustentan la presente investigación; el Tercer Capítulo está

referido a la metodología utilizada en la investigación, como método general se

utilizó el deductivo-inductivo, fue de tipo explicativa, en un nivel descriptivo, el

diseño fue correlacional; y en el Cuarto Capítulo se detallan los resultados de la

investigación.

De la comprobación de la hipótesis general, el valor de la Variable

Independiente: La inobservancia al art. 139º inc.3) de la Constitución Política,
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con respecto a la Variable Dependiente: Las sanciones impuestas por

infracciones al servicio de taxi, se ha determinado que tiene un índice de

correlación Rho Spearman de 0.927 = 92.7%, lo cual se interpreta como una

correlación positiva perfecta; en consecuencia, se ha logrado demostrar la

existencia de una relación significativa entre la inobservancia al art. 139º de la

Constitución Política y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de

taxi. En consecuencia, esta investigación se valida con la postura asumida en la

tesis titulada “La Observancia de las Garantías del Debido Proceso en el

Procedimiento Administrativo Sancionador en el Distrito Fiscal de Huánuco”.

Desarrollada por la investigadora Linda Lucia MEJÍA AGUILAR; en ella el autor

concluye que: en la suma de los ordenamientos administrativos sancionadores

que destacan con un acto administrativo que aplica una ordenanza a un

administrado, se vulneran las normas que normalizan

el Debido Procedimiento Administrativo, durante las fases del alusivo medio,

quebrantándose sus derechos primordiales concretos en esa pretensión

administrativa por medio de disposiciones sancionadoras absurdas y

quebrantando sus garantías procesales.

De los resultados obtenidos en la presente investigación se determinó la existencia

de una relación significativa entre la V.I. La inobservancia al art. 139º inc. 3) de la

Constitución Política y la V. D. Las sanciones impuestas por infracciones al servicio

de taxi; toda vez que, en la prueba de hipótesisrealizada según la prueba de

correlación, el valor de la Variable Independiente con respecto a la Variable

Dependiente indica un índice de correlación Rho de Spearman de 0.927% = 92.7%,

este número nos menciona hay relación positiva perfecta.



4

CAPÍTULO I

Planteamiento Del Problema.

1.1. Descripción de la realidad problemática.

Es sabido que las garantías más importantes del ejercicio de la función

jurisdiccional es el debido proceso, el cual se encuentra regulado por la legislación

nacional y por la internacional y ha llegado al rango de ser un Derecho Humano

inherente a la persona, tal cual se puede leer en el Código Procesal Civil que toda

persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa

de sus derechos o intereses, con sujeción a un debido proceso. Igualmente, la

Declaración Universal de los Derechos Humanos, también nos menciona que toda

persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente

y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de

sus obligaciones o para exámenes de cualquier acusación contra ella en materia

penal.

Asimismo, el debido proceso que se ampara con la tutela, está ligado a las normas

básicas constitucionales tendientes al orden justo; ello implica asegurar que los

poderes públicos constituidos sujeten sus actos no solamente a las normas

orgánicas constitucionales sino a los valores, principios y derechos, cabe recalcar

que el derecho al debido proceso se consagra como un derecho fundamental,

tendente a resguardar todas las garantías indispensables que deben existir en todo

proceso para lograr una tutela judicial efectiva.

Nuestra Constitución señala a la observancia, el cual implica que el juez al

momento de administrar justicia, debe tener en cuenta los principios y las normas



5

procesales correspondientes, por ejemplo: El juez al momento de sentenciar, debe

evaluar y meritar los medios probatorios presentados por las partes y a partir de

ello crearse el criterio de conciencia y sentenciar como corresponde, supongamos

que en un proceso penal queden muchas dudas sobre la responsabilidad del

inculpado y el juez lo condena, es evidente que se esté violando el principio de In

Dubio Pro Reo toda vez que el juez no tiene certeza de la responsabilidad, entonces

ese proceso es nulo, por la inobservancia de dicho principio. Dicho de otro modo,

el debido proceso es la garantía procesal que determina que la obligación que tiene

el juez y las partes de observar los principios y lo establecido por las normas

adjetivas correspondientes.

Por otro lado, mediante Edicto № 225 se crea el Servicio de Administración

Tributaria, como un organismo público descentralizado de la Municipalidad de Lima

Metropolitana, con personería jurídica del Derecho Público Interno y con autonomía

administrativa, económica presupuestaria y financiera; y que entre sus funciones

establecidas está la de organizar y ejecutar la administración, fiscalización y

recaudación de todos los ingresos municipales por concepto de impuestos,

contribuciones, tasas y las multas administrativas.

Asimismo, el artículo 15° de la Ordenanza Municipal № 154, determina que el SAT

es competente en materia de Transporte Urbano e Interurbano de Pasajeros y en

materia de Tránsito y Seguridad Vial; cuyas labores se circunscriben a la

imposición, control y cobranza de las papeletas impuestas por infracciones al

Reglamento del Servicio Público de Transporte Urbano e Interurbano de Pasajeros,

así como la resolución en primera instancia de los recursos de reconsideración y

solicitudes no contenciosas originadas por las mismas.
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El Servicio de Administración Tributaria – SAT, a través de la Sub – Gerencia de

Fiscalización de Transporte, al momento de evaluar si una conducta denunciada

(Acta de Control con código R-01, R-02 y R-05), reúne los requerimientos mínimos

de forma y fondo para su validez, establecido por la Ordenanza Municipal № 1684

y sus modificatorias (Ordenanza Municipal № 1974); con el fin de garantizar que

dicho acto se haya realizado en apego a la Norma General; es decir, en respeto

irrestricto a la Ley № 27444- Ley del Procedimiento Administrativo General, a las

cuales están sujetas; y así evitar posibles arbitrariedades por parte de la autoridad

administrativa; ahora, se debe resaltar que esta calificación no es objetiva en mucho

de los casos, toda vez que las actas de control son admitidas a trámite (validadas),

muy a pesar de contener vicios insubsanables de forma, que debieron de ser

advertidos y en su oportunidad declararse su nulidad de oficio; pero por una

situación meramente recaudadora se emite resolución de sanción a fin de imponer

la multa pecuniaria, para poder así hacerse del cobro de la multa; alejándose de

esta manera, de los principios rectores y en consecuencia vulnerando derechos

fundamentales que le asisten a las personas.

Este problema se refleja en aquellas Actas de Control de código R-01, R- 02 y R-

05; actas que deben de contar con un medio probatorio idóneo, sea cual fuese su

naturaleza, en los casos que no se lléguese a identificar al conductor y/o este se

negase a hacerlo; con el objetivo no solo de dejar constancia de la intervención; su

exigencia es para evidenciar de forma irrefutable la ocurrencia de los hechos

imputados, para dotarlos de legalidad demostrando de esta manera que la

intervención - sanción no fue un acto arbitrario; tal como lo establece el artículo 77.3

de la Ordenanza Municipal № 1974.
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Ahora, los Inspectores Municipales de Transporte imponen las Actas de Control

arbitrariamente aduciendo la negativa por parte de los conductores a identificarse

y consiguientemente anexando una toma fotográfica, no cumpliendo con lo

dispuesto en el artículo 62° de la Ordenanza Municipal № 1684, “Medios

probatorios que sustentan las infracciones”, que en su numeral 3), señala que será

válido material (...) fotográfico en el que se verifique la comisión de una infracción.

Por lo tanto, las fotografías ofrecidas como evidencia no pueden ser considerada

como medio de prueba idóneo ya que estas no logran demostrar fehacientemente

la comisión de alguna infracción, demostrando así lo arbitrario de las sanciones

impuestas y en consecuencia causando un gran perjuicio a los administrados

aprovechándose del poco o nulo conocimiento de estos sobre la normativa que les

son aplicables (Ordenanzas Municipales №s 1684 y 1974).

La constante en este caso se da en el desarrollo del procedimiento, ya que luego

de impuesta el Acta de Control y/o efectuada la denuncia ante la gerencia

correspondiente, esta debe de validarla y notificar al supuesto infractor para que

formule sus descargo dentro de los plazos que se computaran a partir de la fecha

en que le fuese notificada, si los tuviese; si luego de “Notificada” y no se interpusiera

descargo alguno dentro de los siete días de notificado, la autoridad administrativa

SAT, emitirá un Informe Final de Instrucción, otorgando al administrado un plazo de

cinco días para que formule descargo contra esta; para luego emitir la respectiva

Resolución de Sanción la cual contendrá la imposición de una multa pecuniaria, la

cual también deberá de ser notificado al infractor concediéndole quince días a partir

de la recepción del documento para interponer el recurso impugnatorio

correspondiente; ahora, el personal del Servicio de Administración Tributaria de
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Lima asignado a las tareas de notificar, no cumplen con establecido en el artículo

21° de la Ley № 27444, régimen de la notificación personal, causando por un lado

indefensión al administrando y por otro volviendo ineficaz todo el acto administrativo

desarrollado posterior a la notificación viciada.

Pero para el SAT, son actos validos que les permiten continuar con el procedimiento

administrativo sancionador, para que luego de concluido este habilitado para exigir

el cobro de las multas impuestas, mediante la cobranza coactiva, valiéndose de las

medidas cautelares necesarias para exigir el pago de las multas (orden de captura);

las mismas que son iniciadas inobservando las disposiciones establecidas, es en

este momento que el obligado toma conciencia de su fragilidad jurídica ante el SAT

– Lima, toda vez que es sancionado sin que haya tenido la oportunidad real de

cuestionar las imputaciones atribuidas; es decir, todo el procedimiento sancionador

desarrollado por el Servicio de Administración Tributaria de Lima – SAT, vulnera

abiertamente las garantías de las que gozan los administrados, al tener como

sustento una acta de control que no reúne los requisitos mínimos de validez;

consecuentemente, todo el procedimiento sancionador deviene en nulo, inclusive

los cobros realizados deberían de ser considerados como ilegales; trasgresiones

administrativas que, en aplicación del principio de legalidad, nos conllevan a la

infracción a las Garantías Constitucionales al Debido Proceso; desarrolladas en el

artículo 139º inc. 3).

Si bien es cierto, una notificación mal llevada puede ser subsanada permitiendo que

el procedimiento se desarrolle dentro de los parámetros legales; tal como lo

establece el artículo 27º de la Ley № 27444, con el fin de garantizar el ejercicio de

los derechos del administrado ante la autoridad administrativa en aras del debido
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procedimiento; ahora, el SAT en una conducta recurrente dentro del desarrollo del

procedimiento vulnera sistemáticamente los derecho de los obligados; actos

trasgresores que muy bien se pueden identificar, con el único fin de causar un

desmedro moral en los taxistas y que finalmente paguen las multas impuestas.

Entonces los obligados, en una clara desigualdad de armas, ven frustradas toda

acción que realicen ante el Servicio de Administración Tributaria de Lima, ya que el

resultado siempre va a ser adverso; no por una falta de argumento, sino por una

falta de objetividad en el análisis de los reclamos por parte de los operadores

administrativos con el marco legal vigente.

Consiguientemente los obligados conocedores de esta realidad, buscan encontrar

una solución sin que esta les cause mucho perjuicio, acogiéndose al pago de las

multas de forma fraccionada, ya que los costos varían en muchos casos son multas

que están por encima de los dos mil quinientos soles (S/.2.500.00); “beneficios” a

los que acceden para evitar que estos montos se incrementen y así evitar más

adelante posibles embargos a capturas de sus vehículos o retenciones de sus

licencias de conducir, que algunos casos representan son sus herramientas de

trabajo.

Por lo expuesto, se puede inferir que la autoridad administrativa conceptualiza a el

debido procedimiento como una facultad que puede ser usada a discreción, mas

no como una obligación o exigencia constitucional para desarrollar los procesos

respetando los derechos de los administrados que garanticen una decisión justa en

los procedimientos de su competencia; con mucha más razón si se tiene en cuenta

que la autoridad administrativa se encuentra vinculada a la Constitución Política,

por lo que debe de respetar sus principios, tales como el Debido Proceso y la Tutela
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Jurisdiccional Efectiva; y velar por el cumplimiento de sus fines, entre los que se

encuentra la protección de los derechos de la persona y su dignidad; la

inobservancia al artículo 139° de la Constitución Política, sumirá a los administrado

en un estado de indefensión; pero, para el SAT son actuaciones validas; y

prosiguen con las cobranzas en un afán de causar desmedro moral a los obligados,

para motivar el abandono de los procedimientos y así hacerse de los cobros de una

forma arbitraria.

El artículo 139°, inciso 3); de la Constitución Política, establece la observancia al

debido procedimiento y la tutela jurisdiccional efectiva; que no es más que, la

obligación de desarrollar los procedimientos tal cual lo establece la Ley General

(Ley № 27444) y Leyes Especiales (Ordenanzas Municipales №s 1684 y 1974), las

cuales garantizan que el administrado se someterá a un procedimiento justo,

cautelando sus derechos a la defensa, el cual es parte de una serie de derechos

que componen el derecho-principio al debido procedimiento.

La observancia del Debido Procedimiento en sede administrativa, es fundamental

para que el procedimiento desarrollado sea considerado valido, ya que al ser

considerado el Debido Proceso como un derecho fundamental que anexa tanto

objetiva como subjetivamente una variedad de garantías procesales (derecho a la

notificación, a la defensa, a ofrecer y producir pruebas, a una decisión motivada, al

plazo razonable, etc.); que desarrolladas en su conjunto se obtendrá una justica

justa en base a la equidad procesal; elementos importantes que facilita al Estado

garantizar a los administrados la seguridad jurídica; ya que ante la vulneración de

uno de estos elementos constitutivos del debido proceso se traduciría en un

resultado arbitrario contrario al estado de derecho que pondría en riesgo la
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protección de uno o más derechos fundamentales de las personas.

Pese a ser reconocido como un derecho fundamental tutelado por el Estado, estos

son vulnerados indiscriminadamente por el SAT, aun existiendo sendas sentencias

jurisdiccionales, esta persiste en su conducta trasgresora; estos derechos

vulnerados que conforman el debido proceso, e inaplicados en los procedimientos

iniciados por el SAT, contra los administrados son:

a. El derecho a la notificación.

b. El derecho a la defensa.

c. El derecho de ofrecer y producir pruebas.

d. El derecho a una decisión motivada y fundada en derecho.

e. El derecho al plazo razonable.

El debido procedimiento, constituye un principio – derecho, que garantiza a todos

los administrados exigir a la autoridad administrativa que sus derechos no sean

vulnerados, ya que el debido procedimiento no solo se debe entender como los

parámetros de acción de las instituciones públicas; pues al ser este considerado

como un derecho fundamental, también se refiere a los derechos de las personas

que no deben de ser vulnerados en el desarrollo de los mismos.

Ya que, si miramos más allá, las repercusiones de este acto trasgresor, genera un

impacto negativo, considerando que detrás de un administrado hay una familia que

se ve gravemente afectada emocional y económicamente ante el atropello de la

autoridad administrativa; convirtiéndose entonces, la vía judicial en el único medio

mediante el cual el administrado a través del órgano jurisdiccional, puede retrotraer

el acto agraviante al momento en que este ocurrió; toda vez que luego del análisis
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del procedimiento y de advertir las irregularidades, el juez ordenará al Servicio de

Administración Tributaria de Lima – SAT, emitir una nueva resolución en

observancia a la garantía al debido procedimiento.

1.2. Formulación del problema.

1.2.1. Problema general.

¿Qué relación existe entre la Inobservancia al art. 139º inc.3) de la Constitución

Política y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi?

1.2.2. Problemas específicos.

¿Qué relación existe entre la inobservancia y las sanciones impuestas por

infracciones al servicio de taxi?

¿Qué relación existe entre el debido proceso y las sanciones impuestas por

infracciones al servicio de taxi?

1.3. Justificación de la investigación.

1.3.1. Justificación teórica.

Este trabajo de investigación se realizó con el propósito de contribuir a la distinción

y difusión de los derechos constitutivos

del debido procedimiento; es decir, identificar cuáles son las garantías

constitucionales que asisten a los administrados en la protección de sus derechos

dentro del procedimiento administrativo sancionador, impulsados por la autoridad

administrativa; los cuales son considerados como limitaciones establecidas a las

instituciones públicas, a fin de garantizar que ninguna autoridad jurisdiccional
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dependa de su propio razonamiento; sino que todas sus actuaciones se encuentren

sujetas al procedimiento establecidos por ley.

1.3.2.- Justificación práctica.

Esta investigación se realizó, porque existe la necesidad que los operadores

administrativos conozcan sus deficiencias y consecuentemente, corrijan los errores

cometidos, en busca de una eficacia administrativa; que al mencionar eficacia, no

solo se refiere a sacar adelante el procedimiento administrativo, muy por el contrario

se refiere a llevar los procedimientos en estricto respeto a los principios de la

función jurisdiccional ya establecidas; protegiendo así, los derechos de los

administrados (obligados) como una premisa institucional, pues se necesita que la

autoridad administrativa en una aplicación estricta del principio al debido

procedimiento y la tutela jurisdiccional consagrada en el art. 139º inc.3) de nuestra

Constitución Política, sea objetiva al momento de cuestionar sus propias

actuaciones, dando la razón

a quien la merezca, así estas vallan en contra de los intereses de la institución, con

el único fin de salvaguardar los derechos de las personas.

1.3.3.- Justificación social.

El desarrollo de esta investigación es justificado, en cuanto al impacto que generará

en la sociedad el desarrollo de la presente investigación, pues les servirá como un

manual instructivo a los administrados para que adquieran el conocimiento

necesario y lo difundan, sobre los derechos de los que gozan dentro de un

procedimiento administrativo, evitando así que se materialice cualquier intento de

abuso por parte de la autoridad administrativa, que a la larga se traducirían en
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perjuicios económicos que repercutirían obligatoriamente en el administrado.

1.3.4. Justificación metodológica.

Se utilizó el método de estudio inductivo - deductivo, en un nivel descriptivo; ya que,

se llegó a obtener conclusiones generales a partir de hechos particulares; partiendo

de la aplicación de cuestionarios, a fin de obtener respuestas de los administrados,

así como la recolección de documentos referentes a procedimientos administrativos

sancionadores en los que han estado inmersos; los mismos que fueron esenciales

para la comprobación de las hipótesis; para que una vez que hayan sido

demostrados su validez y confiabilidad podrán ser utilizadas en otros trabajos de

investigación; cumpliendo así con las exigencias propias de un trabajo de

investigación.

1.4. Delimitación del problema.

1.4.1. Delimitación temporal.

El trabajo de investigación se desarrolló en base a las sanciones de código R – 01,

R – 02 y R – 05, impuestas por el SAT en los primeros días del mes de junio del

año 2016 hasta los días finales del mes de diciembre del 2018.

1.4.2. Delimitación espacial.

La investigación fue realizada en la provincia de Lima Metropolitana; toda vez que,

las Actas de Control de Código R01, R02 y R05; fueron resueltas por el Servicio de

Administración Tributaria – SAT, como autoridad competente circunscrita a la

resolución en primera instancia de los Recursos Impugnatorios y solicitudes no

contenciosas originadas por las mismas; así como la cobranza de las papeletas
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impuestas por infracciones al reglamento del Servicio Público de transporte Urbano

e Interurbano de Pasajeros y al Código de Tránsito y Seguridad Vial.

1.4.3. Delimitación social.

Se contó con la participación de 60 personas quienes fueron sancionadas por

infracciones al servicio de taxi mediante las Actas de Control de Código R-01, R-02

y R-05; los mismos que brindaron la información requerida mediante la aplicación

de los cuestionarios; así como del análisis de los expedientes generados por los

recursos impugnatorios interpuestos ante la autoridad administrativa contra las

Actas de Control.

1.4.4. Delimitación conceptual.

En el presente trabajo de investigación utilizó términos como: debido proceso, tutela

procesal, principio procesal, procedimiento sancionador, procedimiento

administrativo, notificación, Inobservancia, norma y ley.

1.5. Objetivos de la investigación.

1.5.1. Objetivo general.

Determinar la relación que existe entre la inobservancia al art. 139º inc. 3) de la

Constitución Política y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

1.5.2. Objetivos específicos.

a) Determinar la relación que existe entre las sanciones impuestas por

infracciones al servicio de taxi y la inobservancia.

b) Determinar la relación que existe entre el debido procedimiento y las
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sanciones impuestas por infracción al servicio de taxi.

1.6. Hipótesis de la investigación.

1.6.1. Hipótesis general

Existe relación significativa entre la inobservancia al artículo 139º inc. 3) de la

Constitución Política y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

1.6.2. Hipótesis específica 1

Existe relación significativa entre la inobservancia y las sanciones impuestas por

infracciones al servicio de taxi.

1.6.3. Hipótesis específica 2

Existe relación significativa entre el debido procedimiento y las sanciones

impuestas por infracciones al servicio de taxi.

1.7. Variables de investigación.

1.7.1. Identificación de variables de investigación.

A.- Variable Independiente(x)

La inobservancia al artículo 139° inc. 3), de la Constitución Política

a) Definición conceptual.

Se entiendo como carencia o falta de observancia, cumplimiento u obediencia a los

mandatos; también se entiende como negligencia o el descuido de las acciones.

b) Definición operacional.

La inobservancia es la omisión del cumplimiento de principios y/o preceptos legales

(Normas Generales o Especiales) de cumplimiento obligatorio, en el ejercicio
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profesional.

B.- Variable Dependiente (Y)

Las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

a) Definición conceptual.

La sanción es la consecuencia o efecto de una conducta que constituye a la

infracción de una norma jurídica.

b) Definición operacional

Es el daño de orden material o moral, experimentado por una persona por la acción

de un tercero; es decir, es el mal efectivamente causado en los bienes existentes

que debe ser reparado.

1.8. Operacionalización de variables

VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES

La Inobservancia.

Incumplimiento de
principios y/o
preceptos legales

VARIABLE  A ser

notificado
INDEPENDIENTE
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La inobservancia al artículo
139° inc. 3) de la
Constitución Política

El Debido

Procedimiento

 A ofrecer y
producir
pruebas.

 A obtener
respuesta
motivada y
fundada en
derecho

 A la defensa
 A los plazos

razonables.

VARIABLE

DEPENDIENTE

Las sanciones impuestas
por infracciones al servicio
de taxi

Las sanciones

 Daño

económico

 Daño moral



19

CAPÍTULO II

MARCO TEÓRICO

2.1. Antecedentes de la investigación.

En la búsqueda de información referente a las variables de investigación; no se ha

podido encontrar información específica; pero, al tratarse de una investigación

enfocada en el campo constitucional, se ha logrado obtener la siguiente

información:

A) Internacional:

Dávila, J. (2010), en su tesis titulada Tutela Jurisdiccional Efectiva y Debido

Proceso como Garantías de la Supremacía de la Constitución en las Audiencias del

Proceso Penal en Nicaragua. Para obtener el grado académico de Licenciado en

derecho en la Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua.

Tuvo como objetivo determinar la importancia de la aplicación de la Tutela Judicial

efectiva en nuestro país para garantizar los Derechos Humanos de los ciudadanos

nicaragüenses y la Supremacía de los derechos que tutela nuestra Constitución

Política en Materia Procesal Penal. El tipo de investigación que se desarrollo es

Jurídica.

El autor concluye indicando que el Estado es quien administra la justicia y detenta

el monopolio de la jurisdicción, razón por el cual los mandatos utilizados por el para

dirimir los conflictos se realizan a través de la jurisdicción. El monopolio de la

jurisdicción es el resultado natural de la formación del Estado que trae consigo

consecuencias tanto para los individuos como para el propio Estado. Para los
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primeros, alejo definitivamente la posibilidad de reacciones inmediatas por parte de

cualquier titular, consecuentemente ellos se encontraban impedidos de actuar

privadamente para la realización de sus intereses y para el segundo, creo el deber

de prestar la tutela jurisdiccional efectiva a cualquier persona que lo solicite. La

suma de estas dos consecuencias genera indistintamente para todas las personas

una promesa de protección a todos aquellos que necesiten justicia; es decir, desde

el momento que el Estado monopoliza la distribución de la justicia se comprometió

a garantizar y asegurar la protección de todos aquellos individuos que necesiten de

ella. El derecho al debido proceso se aplica a toda actuación sea judicial o

administrativa siendo que el Estado le asegure justicia imparcial, pronta, expedita

con arreglo a las garantías basadas en la dignidad humana contenidas en nuestra

constitución como en los pactos internacionales de Derechos Humanos.Guevara,

J. (2006) en su tesis titulada Motivación de las decisiones de la Administración

Pública en la Legislación Ecuatoriana. Para obtener el grado académico de

magíster de la Universidad Simón Bolívar. Tuvo como objetivo dar a conocer más

de cerca la clase de decisiones que el Estado puede adoptar en su gestión

administrativa. El tipo de investigación fue descriptivo.

Así mismo el autor concluyo indicando que la motivación es el soporte de la decisión

administrativa, que acompaña a la autoridad desde el momento mismo en que

conoce una situación o acto administrativa, por lo que cada acto debe responder a

la coherencia que brinda su aplicación, para que sea pertinente y lo mantenga

incólume frente a las impugnaciones que pueda recibir. Aun cuando en el ejercicio

lógico jurídico se contemple la relación entre la relación fáctica y la norma,

materialmente también debe ser parte de la decisión. Nada existe fuera del
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contenido material de la decisión sino lo incorpora, no alude, sino lo integra a la

propia decisión. Lamentablemente los efectos que esta falencia podría acarrear no

son del todo aprovechados por los administrados que desconociendo la inmensa

protección que esta garantía brinda, no lo invocan y sufren los efectos de

disposiciones inconstitucionales, ilegales e incluso arbitrarias.

Jaramillo, V. (2012) en su tesis titulada Los Principios Generales del Procedimiento

Administrativo. Para obtener el grado académico de maestría en derecho de la

Universidad Andina Simón Bolívar sede Ecuador. Tuvo como objetivo crear en la

Administración Pública la certeza o el convencimiento sobre la verdad de los

hechos que son materia del procedimiento administrativo. El tipo de investigación

fue descriptivo.

Así mismo el autor concluyo indicando que es pertinente hacer trascendente que,

independientemente de la materia jurídica que se trate las autoridades competentes

tienen la obligación de hacer efectivas ciertas normas de textura abierta o principios

que se constituyen en el límite en el actuar de la Administración Pública, y como

contra partida representa una garantía para el ciudadano; lo cual indubitablemente

parte de la Constitución de la Republica, a razón por la que he considerado

replantear el principio de legalidad y denominarlo de juricidad, en virtud de que toda

actividad de los órganos de las administraciones públicas deben aplicar

primigeniamente las disposiciones constitucionales, sin que se encuentren

desarrolladas en normas de menor jerarquía, como es el caso del debido proceso

y dentro de este conjunto de derechos el derecho a la defensa, tanto más cuanto

que en ningún se puede el caso del debido proceso y dentro de este conjunto de

derechos el derecho a la defensa, tanto más cuanto que en ningún se puede
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restringir los derechos ni las garantías reconocidas en la Constitución y en los

instrumentos internacionales de derechos humanos, que han cobrado vital

importancia, pudiendo llegar a conformar un bloque de constitucionalidad cuando

los derechos reconocidos por ellos –Tratados Internacionales, sean más favorables

que los que reconoce la Constitución de la República del Ecuador.

Abogada Vargas López Karen; (2014). “Principios del Procedimiento Administrativo

Sancionador”. Artículo Revista Jurídica: Área de Asesoría de la Subgerencia

Jurídica de la Caja Costarricense de Seguro Social. Costa Rica; año 2014.4

El autor concluyo que: “Del ius puniendi del Estado, deriva la Potestad

Sancionadora de la Administración, la cual debe estar autorizada por el

Ordenamiento Jurídico. Garantizar un procedimiento acorde con los Principios y

Disposiciones Normativas existentes, debe ser un objeto básico dentro de las

políticas de toda institución, en especial cuando de materia sancionadora se trata,

toda vez que en presencia de esta pueden resultar lesionados derechos subjetivos

de una persona”.

“Los Principios incluidos dentro del Debido Proceso no constituyen una lista

taxativa, sino que a estos pueden incorporarse algunos otros principios que

favorezcan el desarrollo de un Procedimiento Administrativo Sancionador, con

absoluto respeto de los derechos del investigado”.

“Para que dicho precepto logre materializarse, es fundamental fortalecer la visión

garantista que debe orientar todo procedimiento administrativo sancionador, de

forma tal que se respete la esfera jurídica del sujeto a quien se le atribuye la

comisión de una falta”.
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B) Nacional:

Tesista - Castillo Córdova Luis. (2013–pág.15). “Debido Proceso y Tutela

jurisdiccional”, Lima: Repositorio Institucional PIRHUA- Universidad de Piura.5

El autor concluyo que: “En un entendimiento cabal del debido proceso

necesariamente exige partir desde la persona, como aquí se ha intentado justificar.

Al tomarla en consideración, se ha justificado la existencia de la necesidad humana

y del bien humano que dan sentido y explican la formulación como derecho humano

del debido proceso. El carácter derivado del acto positivador que significa la

Constitución, requiere tomar en consideración las exigencias de justicia que brotan

de las Persona; con ello se permite, no solo contar con herramientas conceptuales

que permitan delimitar el alcance iusfundamental del derecho en cada caso

concreto, sino que permitan también analizar la justicia del contenido del acto

positivador realizado por el Constituyente. Tomando en consideración esas

herramientas, se ha realizado un análisis constitucional tanto de las concreciones

que sobre el debido proceso ha constitucionalizado el Constituyente peruano, como

de las concreciones que ha formulado el Tribunal Constitucional como Supremo

interprete de la Constitución y, por ello, como fuente de derecho constitucional. Así,

el contenido del derecho continente que significa el debido proceso desde el artículo

139°.3 de la Constitución, ha sido llenado con las garantías procesales y materiales,

expresas y tácitas, que han de guiar el desenvolvimiento de todo proceso (judicial

o no judicial), y ha sido llenado también con el derecho de acceso a la justicia y el

derecho a la ejecución de la decisión, estas dos como garantías también del debido

proceso”.
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Mejía, L. (2017) en su tesis titulada La Observancia de las Garantías del Debido

Proceso en el Procedimiento Administrativo Sancionador en el Distrito Fiscal de

Huánuco. Para obtener el grado académico de Título profesional de abogado de la

Universidad de Huánuco. Tuvo como objetivo general Determinar si la

administración pública aplica las garantías del debido proceso en los

procedimientos administrativos sancionadores judicializados a través de la acción

contenciosa administrativa, seguidos en la Segunda Fiscalía Provincial Civil y

Familia de Huánuco, en el año 2015. La investigación es de tipo cuantitativa y de

nivel descriptivo - explicativo, La muestra del estudio estuvo conformada por 17

expedientes en vía del proceso contencioso administrativo.

Así mismo el autor concluyo señalando que en la mayoría de los procedimientos

administrativos sancionadores que culminan con un acto administrativo que impone

una sanción a un administrado, se incumplen las normas que regulan el Debido

Procedimiento Administrativo, durante las etapas del referido procedimiento,

vulnerándose sus derechos fundamentales específicos en esa instancia

administrativa por medio de decisiones sancionadoras arbitrarias y transgrediendo

sus garantías procesales.

La Inobservancia de las garantías del debido proceso en el ámbito del

procedimiento administrativo sancionador se evidencia en la posterior verificación

de la legalidad del desarrollo de ese procedimiento, que se realiza por parte del

Ministerio Publico, el cual a través de su pronunciamiento que estima la pretensión

de nulidad del acto administrativo que impone la sanción al administrado,

demuestra que el actuar de la Administración Pública deviene en arbitrario e ilegal.

Las entidades administrativas en el ejercicio de su Ius Puniendi, vulneran derechos
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fundamentales de los administrados sancionados; derechos que se hallan

contenidos en el derecho al Debido Proceso., tales como el derecho a la

notificación, derecho a obtener una decisión motivada y fundada en derecho,

derecho a ser investigado por una autoridad competente y a la publicidad de las

normas procedimentales.

Camarena, J. (2013) en su tesis titulada La Notificación como presupuesto de

eficacia del Acto Administrativo realizado por la Subgerencia de Tránsito y

Transporte de la Municipalidad Provincial de Huancavelica en el año 2013”. Para

obtener el grado académico de título profesional de abogado. Tuvo como objetivo

general Determinar si la Sub Gerencia de Tránsito y Transportes de la

Municipalidad Provincial de Huancavelica viene notificando eficaz y válidamente los

actos administrativos que emite, durante el año 2013. El tipo de investigación es

básico, de nivel descriptivo, para el cual se aplicó como método de investigación a

la encuesta, Se tomó como población a la Sub Gerencia de Tránsito y Transportes

de la Municipalidad Provincial de· Huancavelica, de los cuales se seleccionaron 120

expedientes administrativos como muestra.

Así mismo el autor concluyo señalando que se ha logrado determinar que como

consecuencia de que los actos administrativos no son notificados válidamente por

la Subgerencia de Tránsito y Transporte de la MPH, existe un problema serio,

identificado con la falta de notificación de dichos actos, y por ende se está

vulnerando el derecho de los administrados; esto es, a obtener una respuesta

motivada en los asuntos de su interés. Se ha llegado a determinar que la eficacia

de los actos administrativos depende previamente y necesariamente de la

notificación que se haga del acto administrativo, es a partir de ella que surte sus
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efectos, pues la Subgerencia de Tránsito y Transporte de la Municipalidad

Provincial de Huancavelica ha venido vulnerando el debido Procedimiento

Administrativo, que estipula que la notificación será practicada de oficio por la

autoridad quien emite el acto bajo responsabilidad, cuestión que transgrede leyes

de carácter general.

Salcedo, L. (2017) en su tesis titulada El ejercicio de               la Potestad Punitiva

de los Gobiernos Locales y su implicancia frente a las infracciones cometidas por

los administrados: Caso Municipalidad Distrital Mariano Melgar”. Arequipa; año

2017. Para obtener el grado académico de Título Profesional de abogado. tuvo

como objetivo general proponer que la aplicación del procedimiento administrativo

sancionador en la Municipalidad Distrital de Mariano Melgar se realice de forma

eficiente y eficaz, respetando garantías hacia los administrados. El tipo y nivel de

investigación fue descriptivo – explicativo, la población estuvo conformada por

Municipalidad distrital de Mariano Melgar – Gerencia de administración tributaria.

Así mismo el investigador concluyo señalando que el Procedimiento Sancionador

iniciado por la Municipalidad Distrital de Mariano Melgar, frente a las infracciones

cometidas por los administrados, no genera una relación Jurídico – Procedimental

valida; ya que el Estado es el titular del ius puniendi y como tal otorga su poder

tanto al Derecho Penal como al Derecho Administrativo Sancionador (gobiernos

locales); sin embargo, dicho poder no será ilimitado por lo que deberán regirse por

una serie de principios, los cuales deben ser aplicados en dichos procedimientos

operados en la entidad de análisis.

Abogado Huamán Ordoñez Luis Alberto. 2017. “Procedimiento Administrativo

General Comentado” Análisis, artículo por artículo del Decreto Supremo № 006-
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2017-JUS.9

El autor hace un comentario sobre “el debido proceso en sede administrativa:

alcances o proyecciones del ejercicio de este derecho fundamental y dimensiones

sustantiva y formal del mismo: La legislación del procedimiento general recoge el

debido procedimiento como uno de los principios del trámite administrativo. De esta

manera, dicha regulación empotrada en el apartado 1.2. del inciso 1º del articulo IV

del título preliminar se conecta con la previsión constitucional mediante el cual el

trámite debe ser previo al pedido del administrado, esto, con relación al principio

del procedimiento pre establecido por ley.

En este sentido, para la aprobación automática de lo peticionado para la evaluación

previa en la formación de la voluntad administrativa, los poderes públicos se

encuentran obligados a pre configurar el procedimiento que sustentara la decisión

administrativa a emitirse por parte de la organización jurídico - administrativa debe

haber configurado, de modo anticipado, el procedimiento: dicha precisión no es sino

expresión de la seguridad jurídica que se necesita del tráfico administrativo. No en

vano, la propia legislación del procedimiento administrativo general regula el

desarrollo de tramites de alcance general que pueden verse reafirmados o

desarrollados en el documento recopilador de trámites, esto es, el Texto Único de

Procedimientos Administrativos (TUPA). Por otro lado, también de acuerdo a la

Carta Nacional en torno al principio de juez natural, el debido procedimiento se

vincula a que el administrado no sea apartado de este procedimiento pre

establecido lo que también implica una velada remisión, más allá de lo señalado, a

la exigencia de seguridad jurídica cuya irradiación de sus efectos reposa

pacíficamente en el espacio administrativo.”
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2.2. Marco histórico.

2.2.1. Justicia administrativa.

Se puede entender por justicia administrativa, al conjunto de garantías de las que

gozan las personas ante la autoridad administrativa; así como, el respeto a la

persona y la correcta aplicación de los procedimientos establecidos, todo esto en

la búsqueda de soluciones de las controversias generadas; garantías y

procedimientos de observancia obligatoria en discrepancias suscitadas entre

instituciones públicas o privadas de mayor, igual o menor jerarquía. (Rojas Franco,

Enrique. 2007). 10

2.2.2. Evolución histórica – La Revolución Francesa.

La Revolución Francesa perfecciona a la justicia administrativa, ya que la

motivación de la revolución fue la de poner fin al absolutismo e instaurar la

supremacía de las leyes, por encima de la monarquía; logrando su propósito

imponiendo límites a la actividad administrativa, ya que antes que se diera este

suceso las decisiones sobre conflictos administrativos dentro del régimen del

monarca era prerrogativa exclusiva del rey, administrando la justicia administrativa

en forma arbitraria en muchas ocasiones.

La Constitución Francesa de 1791 supeditó a la autoridad administrativa a la ley,

naciendo de esta forma el principio de legalidad el cual es considerado como eje

fundamental del Derecho Público (Derecho Administrativo); asimismo, esta

constitución adelantándose a su tiempo instaura los elementos de control para

garantizar la correcta aplicación de este principio. (Rojas Franco, Enrique. 2011;

pp.178).11
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Ya con el tiempo, en el Siglo XIX, se obtendría el cambio de una justicia totalitaria

a una justicia facultada, empoderando al consejo de estado. Obteniendo con esto

las prerrogativas de ley para conocer y resolver cualquier controversia en asuntos

administrativos. Desligándose de la jurisdicción judicial (Garcia De Enterria E.

2002).12

2.3. Bases teóricas de la investigación.

2.3.1. La Constitución como fuente de derecho.

“La Constitución es fuente de derecho en el ámbito formal y en el ámbito material.

En el ámbito formal en tanto define como es que el Estado puede válidamente crear

el derecho, como nacen las expresiones normativas”13. “La Constitución señala los

órganos y organismos legítimos para gobernar, su estructura, la competencia, el

procedimiento que debe seguir, Ergo, si una norma no es aprobada según la

constitución, la misma es invalida. Para Kelsen, dicha norma no es en buena cuenta

una norma jurídica14.

2.3.2. La Función articuladora de la Constitución.

“La norma constitucional desempeña un rol articulador del ordenamiento jurídico de

una nación. Evidentemente, los principios más básicos del derecho en general se

encuentran expresados en la norma constitucional.

Sin embargo, es justo señalar que principios como el de legalidad o el de debido

procedimiento, pueden deducirse del texto fundamental, tal como lo ha hecho el

Tribunal Constitucional, en reiterada jurisprudencia”.15
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2.3.3. La Interpretación Constitucional e interpretación conforme a la
Constitución.

La interpretación constitucional ofrece interesantes materias de discusión, en

especial si consideramos que la citada norma debe interpretarse de manera

especial a fin de cautelar los derechos de los particulares y tutelar el Estado de

derecho. En primer lugar, la Constitución debe interpretarse considerando que

existe en su interior coherencia. No pueden existir normas constitucionales que se

contradigan entre sí, aun cuando se muestren valores contrapuestos. La

Constitución se muestra al ordenamiento jurídico entonces como una unidad16.

“Por otro lado, las normas jurídicas, y en especial la Ley, máxime si las mismas se

aplican a los particulares, deberán interpretarse en armonía con la Constitución. Si

existen varias interpretaciones posibles de lo señalado por la ley debe escogerse

la que resulte más consistente con lo señalado en el texto constitucional”17.

2.3.4. Interpretación de los derechos fundamentales a la luz de los tratados
internacionales sobre derechos humanos y de las decisiones de los
tribunales de derechos humanos.

Los tratados internacionales sobre derechos humanos no solo forman parte positiva

del ordenamiento jurídico nacional (artículo 55º de la Constitución Política), sino

que la Cuarta Disposición Final y Transitoria (CDFT) de la Constitución -en cuanto

dispone que los derechos fundamentales reconocidos por ella se interpretan de

conformidad con los tratados y acuerdos internacionales sobre derechos humanos

ratificados por el Perú- exige a los poderes públicos nacionales que, a partir del

ejercicio hermenéutico, incorporen en el contenido protegido de los derechos

constitucionales los ámbitos normativos de los derechos humanos reconocidos en



31

los referidos tratados. Se trata de un reconocimiento implícito de la identidad

nuclear sustancial compartida por el constitucionalismo y el sistema internacional

de protección de los derechos humanos: la convicción jurídica del valor de la

dignidad de la persona humana, a cuya protección y servicio se reconduce, en

última y definitiva instancia, el ejercicio de todo poder.18

2.3.5. El debido proceso.

El Debido Proceso, es un derecho fundamental continente de numerosas garantías

de las personas; por tanto, de aplicación obligatoria en el derecho procesal; que, al

ser parte de la Constitución es de cumplimiento obligatorio en el desarrollo

procedimientos entre las personas y las instituciones públicas (HOYOS, A. 1998).19

Es un derecho humano por excelencia reconocidos por la comunidad internacional;

en consecuencia, insertadas en toda la constitución y aplicada en todos los campos

donde la persona desarrolla su proyecto de vida.

De materializarse una trasgresión al debido procedimiento dentro de un proceso,

este podrá ser cuestionado en busca de revertir y/o paralizar sus efectos a través

de los medios impugnatorios correspondientes con lo que se evitará que se genere

algún agravio a la persona.20

2.3.6. El debido proceso – Origen.

El antecedente conocido se da en el Siglo XIII, con el derecho anglosajón, cuando

la nobleza escandinava, cansada de los abusos del rey Juan sin Tierra, lo obligaron

a suscribir un documento al cual se le denomino la Carta Magna (1215), en la cual

se dispuso en unos de sus capítulos, que ningún hombre libre debería de sufrir
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detención, arresto, desposesión de sus tierras; esto solo se podía dar solo cuando

haya existido un juicio justo.

2.3.7. La naturaleza constitucional del derecho al debido proceso.

Es necesario entender que su naturaleza no radica en un simple enunciado

constitucional; muy por el contrario, esta va más allá, ya que el debido proceso es

un principio constitucional que garantiza a las personas que el accionar de la

autoridad administrativa en la búsqueda de las soluciones, se darán en respeto

irrestricto a sus derechos fundamentales, convirtiéndose estos los límites de acción

que no serán trasgredidos por ningún motivo (Constitución Política del Perú).21

Entonces, el debido proceso hace referencia al respeto de los derechos

fundamentales de las personas como premisa institucional, respeto que dotaran de

legalidad las resoluciones administrativas.

2.3.8. El debido proceso como derecho fundamental.

Debemos decir que a toda persona por su condición de tal, le son inherentes una

serie de derechos considerados fundamentales, todos estos consagrados en

nuestra Constitución Política en su artículo 2°; ahora que, el artículo 139° de nuestra

Constitución Política, garantiza que ninguna persona será sometida a

procedimiento distinto a lo regulado por las normas generales y/o especiales

aplicables a cada caso concreto, todo esto en protección e irrestricto respeto a la

dignidad de las personas, las cuales son el inicio y el fin del derecho.

La estructura social está compuesta por el factor humano, y estas personas dentro

de su convivencia en sociedad, siempre se van a ver envueltas en conflictos por
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pugnas para la satisfacción de necesidades personales para su desarrollo, ya sean

entre individuos o entre personas con los organismos públicos y/o privados; para lo

cual la solución de las controversias se deben de dar con una correcta

interpretación del marco legal cuidando de no trasgredir los derechos de las

personas (Castillo Córdova,L.2013).22

2.3.9. El debido proceso en la Constitución Peruana.

La Constitución Política Peruana, establece en el inciso 3) del artículo 139° como

norma constitucional la observancia del debido proceso. Asimismo, la Ley Orgánica

del Poder Judicial establece en su artículo 7°, que, en el ejercicio y defensa de sus

derechos, toda persona goza de plena tutela jurisdiccional, con las garantías del

debido proceso. Por lo tanto, el debido proceso no solo está referido a la norma

procesal, sino a las también a las normas del derecho sustantivo y las leyes

especiales.

2.3.10. La justificación del derecho fundamental al debido proceso en sede
administrativa.

El derecho al debido proceso se justifica, por cuanto toda decisión administrativa

debe estar supeditada a las disposiciones preexistentes y aplicables a cada hecho;

con la finalidad de evitar que se generen suspicacias al momento de emitir sus

resoluciones; acá se debe hacer una clara diferenciación de lo que es una acción

discrecional, que es toda acción facultada a la autoridad de elegir los métodos que

les permitan dar solución a algún caso cuando así lo estime conveniente; ahora,

esta facultad encuentra sus límites en el principio de legalidad, el cual evita que la

autoridad administrativa avasalle a los administrados, encaminándolo a resolver
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con observancia a las disposiciones legales, y que al tratarse de situaciones en las

que están inmersas personas que buscan no ser afectados por alguna

arbitrariedad, encuentran en el debido procedimiento las garantías del encuentro

de una decisión justa fundada en derecho respetando sus derechos fundamentales

consagrados en nuestra Constitución Política.

Debemos aclarar que, el derecho fundamental al debido procedimiento es de

observancia obligatoria tanto en sede judicial como administrativa.

2.3.11.El principio–derecho al debido proceso, según el Tribunal
Constitucional

La naturaleza formal. - Comprende los principios y reglas relacionados con las

formalidades aplicables a todo proceso judicial, tales como:

a) Juez natural

b) El procedimiento preestablecido

c) El derecho de defensa

d) La motivación.

La naturaleza sustantiva. - “Que está relacionada con los estándares de

razonabilidad y proporcionalidad que toda decisión judicial debe cumplir”23.

Asimismo, el TC señala que: “el debido proceso tiene un contenido complejo, pues

no solo se encuentra conformado por las garantías reconocidas expresamente en

las normas jurídicas, sino también, por aquellas que se deriven del principio-

derecho de dignidad de la persona humana y que resulten esenciales para que el

proceso pueda cumplir con su finalidad”24.
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2.3.12. Aplicación del principio-derecho del debido proceso en los

procedimientos administrativos, al amparo del artículo 139º inciso 3) de

la Constitución Política

Tanto la jurisprudencia, la doctrina, así como la CIDH, han señalado que la

observancia a el debido proceso es de aplicación obligatoria inclusive en los

procedimientos administrativos; al ser considerado como un derecho implícito

insertado por nuestra Carta Magna, ya que el debido proceso hace referencia a las

garantías otorgadas a las personas por parte del Estado, que en respeto a su

condición de tal, los procesos se desarrollaran en estricto respeto a la dignidad de

la persona, por consiguiente garantizando su derecho a la defensa, para lo cual es

llamado a la aplicación del principio de Informalismo, con lo cual se busca generarle

al administrado más herramientas para una defensa viable en sede administrativa

dejando de lado las formas, con un ánimo de evitar que el Estado consume un acto

trasgresor a los derechos de las personas; poniendo mayor énfasis en

procedimientos sancionadores;25 considerando que la autoridad administrativa

está sometida tantoa las leyes especiales, como a la Constitución como ley general.

Es así que paralelamente, el Tribunal Constitucional en su análisis del numeral 3)

del artículo 139º de la Constitución Política del Perú, “establece que la aplicación

del debido proceso no solo se debe dar de manera estricta en el campo

jurisdiccional; también es de aplicación obligatoria en el procedimiento

administrativo”26.

En consecuencia, la administración pública no es ajena a la observancia del debido

proceso en cuanto a las decisiones que emanen de los procedimientos
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administrativos, pues al tratarse de garantías constitucionales que tienen como fin

la protección a las personas y su dignidad; que, solo hecho de estar supeditada la

administración a la Constitución, esta debe respetar sus principios entre ellos el

debido proceso27.

2.3.13. Las garantías de observancia obligatoria que abarca el principio –

derecho al debido procedimiento administrativo.

Los administrados gozan de los derechos y garantías implícitos al debido

procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías comprenden, de modo

enunciativo mas no limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al

expediente; a refutar los cargos imputados; a exponer argumentos; y a presentar

alegatos complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la

palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada en

derecho, emitida por la autoridad competente, y en un plazo razonable; y a

impugnar las decisiones que los afecten.

La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los principios del

derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal es aplicable solo

en cuanto sea compatible con régimen administrativo.28

Tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como el Tribunal

Constitucional Peruano, han establecidos cuales son los derechos y garantías que

aúna el Debido Proceso, y esto son:

A.- Derecho a la notificación.

El hecho de notificar oportunamente, facilita al administrado conocer sobre la

situación del proceso, he ahí la importancia de este acto, ya que una notificación
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oportuna al administrado y/u obligado sobre los cargos que se le imputan dentro de

un procedimiento sancionador, le permitirá realizar los actos procedimentales

pertinentes dentro de un debido proceso (Derecho a la defensa).

Dentro de todos los actos de comunicación que se realice dentro de un

procedimiento administrativo, el más importante es el acto procesal de notificación,

ya que sin este acto la comunicación de resolución u otra actuación de cualquier

índole procesal serian secretas, y las partes carecerían de oportunidad para

contradecirlas o impugnarlas y en consecuencia se les impediría el ejercicio

constitucional de toda persona a la defensa. Por ello una regla general, bajo el cual

actúan los órganos jurisdiccionales, es que ninguna resolución puede cumplirse o

ejecutarse, ni quedar firme ni ejecutoriada, sin haber sido antes notificada a todas

las partes, salvo algunos actos de mero trámite que la ley autoriza.

La obligación de notificar está regulada en el artículo 18º, hasta el artículo 27º, de

la ley № 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, los cuales

determinan las modalidades de notificación, los plazos para efectuarlas, su

vigencia, sobre las notificaciones defectuosas y el saneamiento de las mismas29.

B.- Derecho al acceso del expediente.

El ejercicio de esta garantía permite al administrado obtener una debida información

sobre la situación real y los instrumentos insertados en el expediente generado

dentro de un procedimiento administrativo; este derecho es reconocido en el

artículo 66º numeral 3); y el artículo 171º numeral 1), de la Ley № 27444, Ley

General del Procedimiento Administrativo General30.
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C.- Derecho a la defensa.

El derecho a la defensa protege al administrado de no quedar en estado de

indefensión en cualquier etapa del procedimiento administrativo sancionador. Este

estado de indefensión no solo es evidente cuando, pese a atribuirse la comisión de

un acto, se le sanciona sin permitirle ser oído o formular sus descargos, con las

debidas garantías, sino, también a lo largo de todas las etapas del proceso y frente

a cualquier tipo de actuaciones que se puedan promover31.

El Tribunal Constitucional ha señalado en la sentencia STC06648-2006-HC/TC,

fundamento 4, que la Constitución en su artículo 139º inciso 14), contempla el

derecho a la defensa; a mérito de este precepto constitucional, quedan amparadas

aquellas personas que, en la búsqueda de justicia, estas se den dentro de las

directrices establecidas para evitar su indefensión.

Se vulnera el derecho a la defensa, cuando se desarrolla un procedimiento judicial

en donde los recurrentes ante una desigualdad de armas ven obstaculizados sus

aspiraciones de exponer sus razones y/o el solo hecho de no analizar jurídica y

objetivamente los argumentos expuestos, representaría la afectación de la defensa

de sus intereses.32

El derecho de defensa es esencial en todo ordenamiento jurídico, ya que garantiza

a las partes en juicio la posibilidad jurídica y fáctica de ser debidamente citadas,

oídas y vencidas mediante prueba evidente y eficiente. El derecho de defensa

garantiza que ello sea así (BERNALES BALLESTEROS, E. 1997).33

D.- Derecho a ofrecer y producir pruebas.

Consiste en, permitir a las personas que intervienen dentro de un proceso que
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puedan ofrecer instrumentos varios e idóneos que le permitan demostrar la

veracidad de sus argumentos dentro de un procedimiento administrativo;

permitiéndosele asimismo generar certeza en el juzgador; para que, ante un

pronunciamiento, este se dado como producto del análisis de los medios

probatorios aportados.34

Asimismo, la Corte Suprema de la Republica, en la CAS. N° 5342-06/LIMA, ha

establecido, que, el derecho de prueba es un elemento del debido proceso y

comprende cinco derechos específicos:

El derecho de ofrecer las pruebas en la etapa correspondiente, salvo las

excepciones legales;

El derecho a que se admitan las pruebas pertinentes ofrecidas en la oportunidad

de ley;

El derecho a que se actúen los medios probatorios;

El derecho a impugnar las pruebas de la parte contraria y controlar su actuación; y

El derecho a una valoración conjunta y razonada de las pruebas actuadas.

Es así que, el derecho de prueba comprende el derecho a obtener del órgano

jurisdiccional una motivación adecuada y suficiente de su decisión, sobre la base

de una valoración conjunta y razonada de la prueba.

E.- Derecho a una decisión motivada y fundada en derecho. Toda decisión

que, establecida por una instancia jurisdiccional, deberá ser

producto del análisis de los hechos cuestionados con la normativa aplicada, para lo

cual la autoridad institucional, al momento de resolver, deberá de desarrollar en
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forma clara y objetiva en sus considerandos las consecuencias jurídicas aplicables

como consecuencia de los hechos imputados, como producto de los medios de

prueba aportados por las partes.

Por lo que, la motivación debe entenderse como la exposición de las razones

concebidas por el juez, a mérito de los hechos ocurridos las consecuencias

jurídicas; siendo estas el sustento de las resoluciones; cuidando de no caer en una

simple exposición de la norma aplicada; sino, del sustento razonado de la

consecuencia jurídica de las conductas imputadas; constituyéndose en una

obligación (deber) de la autoridad y un derecho de los administrados (Zavaleta

Rodríguez, Roger E).35

F.- Derecho a la presunción de licitud (inocencia).

El derecho a la presunción de inocencia como derecho fundamental está

garantizada en nuestra Constitución

Política en su artículo 2° literal e) del numeral 24; el cual establece que, toda

persona es considerada inocente mientras su responsabilidad no haya sido

probada por el juzgador.

Ahora; el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente № 2192-

2004-AA/TC; expone que en un procedimiento administrativo la obligación de

probar del administrado es prohibida; ya que, al imputar conductas infractoras la

carga de la prueba recaería en la administración a efectos de desvirtuar la inocencia

del administrado, caso contrario estaría instaurando la culpabilidad del

administrado; vulnerando un precepto Constitucional.36
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G.- Derecho al plazo razonable.

Este derecho está orientado a garantizar el tiempo que demandara cada actuación

en el desarrollo de un procedimiento establecido por ley, para una pronta decisión;

con la finalidad de evitar dilaciones innecesarias que conlleven al administrado a

una incertidumbre jurídica.

La aplicación de los principios de impulso de oficio, de celeridad y simplicidad están

orientados a prevenir cualquier dilación innecesaria en el desarrollo de los

procedimientos administrativos.37

H.- Derecho a ser investigado por una autoridad competente.

Se debe entender como autoridad competente, a los tribunales que gozan de

facultades delegadas por ley, de conocer y dar soluciones a los conflictos

generados de acuerdo a su naturaleza (Huerta Guerrero L. 2003).38

I.- Derecho a ser investigado por una autoridad imparcial.

El derecho a ser investigado por una autoridad imparcial garantiza a las partes

procesales que la solución a la que arribe la autoridad administrativa será ajustada

a ley, debiendo de ser imparcial y objetiva en el análisis de los hechos acaecidos.

J.- Derecho a impugnar las decisiones administrativas.

Es el medio de defensa establecido en la ley, a favor de los administrados para que

la autoridad administrativa revise un acto que el administrado considere ilegal, para

que el ente estatal revise y modifique o revoque su decisión.

En sede administrativa se trata de un remedio administrativo específico por el que

se ataca solamente actos administrativos trasgresores y se defienden derechos o
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intereses legítimos.

K.- Ne bis in ídem.

Se trata de la garantía procedimental de no ser sancionado de manera múltiple por

un mismo hecho. De esta manera no se podrá imponer sucesiva o simultáneamente

una pena o sanción administrativa por el mismo hecho en los casos que se aprecie

la identidad del sujeto, el mismo hecho y fundamento39.

L.- Principio de publicidad de normas procedimentales.

Se entiende que toda norma debe ser publicada en el diario oficial para que sea

eficaz.

2.3.14. La garantía al debido procedimiento

administrativo sancionador

El procedimiento administrativo sancionador es el medio

mediante el cual la autoridad administrativa establece la

ocurrencia de una conducta infractora e imponen las sanciones correspondientes;

encontrando sus atribuciones y limitaciones no solo en los principios del

procedimiento administrativo general; dado, que este procedimiento cuenta con sus

propios principios de observancia obligatoria.

En los procedimientos sancionadores, este principio es de aplicación obligatoria;

pues representa las limitaciones de la potestad sancionadora, orientada a evitar

posibles arbitrariedades en las que la autoridad administrativa pueda incurrir al

momento de sancionar, todo en aras de la protección y respeto de las personas.40

Todo procedimiento sancionador debe realizarse en el marco del debido proceso –
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o, propiamente, del debido procedimiento- y, entre sus diversas manifestaciones

(garantistas) están los aspectos formales y los de fondo que pueden originar que el

administrado no pueda conocer la imputación que se le hace (notificación), exponer

sus argumentos (derecho a ser oído), y acreditarlos (derecho a probar), o interponer

los recursos que correspondan frente a las decisiones adversas ( derecho a la doble

instancia).41

Por lo que, para el ejercicio de la potestad sancionadora se debe de tener presente

el principio al debido procedimiento; es decir, “no se pueden imponer sanciones sin

que se haya tramitado el procedimiento respectivo, respetando las garantías del

debido procedimiento. Los procedimientos que regulen el ejercicio de la potestad

sancionadora deben establecer la debida separación entre la fase instructora y la

sancionadora, encomendándoles a autoridades distintas”. 42

2.4. Marco conceptual.

Ley.-. Norma jurídica general dictada por el parlamento.43

Principio procesal. - En el derecho, los principios se constituyen en directrices

inmovibles, que hacen frente a las disposiciones jurídicas arbitrarias o defectuosas

emitidas por el legislador o a la malintencionada aplicación de ellas por parte de

quienes hacen uso de ellas muy a pesar de que la disposición que las contiene sea

impecable o completa.44

Debido proceso. - Es un principio jurídico procesal, según el cual toda persona tiene

derechos a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y

equitativo dentro del proceso, a permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer
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valer sus pretensiones legítimas frente al juez. El debido proceso establece que

todo funcionario público está subordinado a las leyes del país que protegen a las

personas del Estado (Luján Túpez M. 2013).45

Tutela procesal.- Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica

de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre

acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad

sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni

sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la obtención de

una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios

regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada

y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observación del

principio de legalidad procesal penal.46

Procedimiento administrativo. - Etimológicamente, procedimiento (del latín

procedere) hace referencia a formas de actuar o manera de hacer ciertas cosas

guardando cierto orden. Con mayor detalle puede definirse como una sucesión de

actos concatenados entre sí, que se estructuran a modo de una unidad para la

realización de una actividad o tarea específica.47

Procedimiento sancionador. - Se regula la facultad que se atribuye a cualquiera de

las entidades para establecer infracciones administrativas y las consecuentes

sanciones a los administrados. El procedimiento sancionador implica la existencia

de tipos administrativos que son las descripciones legales de conductas que

constituyen infracción administrativa, tipificada la falta administrativa través de un

procedimiento regular se verificara si la conducta es antijurídica, si lo es procede la
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imposición de la sanción administrativa que esta previamente prevista en una

norma con rango de ley y que implica la imposición de un mal que perjudica al

administrado o a su patrimonio.48

Notificación. - En su primera acepción del Diccionario de la Real Academia

Española, consiste en “acción o efecto de notificar”. Notificar, en tanto, es definido

por la Real Academia como “hacer saber una resolución de la autoridad con las

formalidades preceptuadas para el caso”. La definición, aunque simple, encierra el

rasgo principal de toda notificación: el hacer saber, el comunicar una decisión de la

autoridad al interesado.49

Inobservancia. - Falta de observancia u obediencia a las normas o leyes.50

Norma. - Es la regla social o institucional que establece los límites y prohibiciones

al comportamiento humano. 51

2.5. Marco formal o legal

Constitución Política del Perú.

Artículo 139º Principios de la función jurisdiccional.

Son principios y derechos de la función jurisdiccional.

3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional.

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por ley, ni

sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgado por

órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al

efecto, cualquiera sea su denominación.52

Ley № 27972 – Ley Orgánica de Municipalidades.
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Artículo 10º.- Corresponde a las municipalidades:

f. Regular el transporte colectivo, la circulación y el tránsito.

Ley № 27444, Texto Único Ordenado de la Ley del

Procedimiento Administrativo General.

Articulo IV del Título Preliminar. Principios del procedimiento administrativo.

Principio de Legalidad. - Las autoridades administrativas deben actuar con respeto

a la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas

y de acuerdo con los fines para los que fueron conferidas.53

Principio del debido procedimiento. - Los administrados gozan de los derechos y

garantías implícitos al debido procedimiento administrativo. Tales derechos y

garantías comprenden, de modo enunciativo mas no limitativo, los derechos a ser

notificados; a acceder al expediente; a refutar los cargos imputados; a exponer

argumentos y a presentar alegatos complementarios; a ofrecer y producir pruebas;

a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión

motivada, fundada en derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo

razonable; y, a impugnar las decisiones que los afecten.54

Principio de Informalismo. - Las normas del procedimiento deben ser interpretadas

en forma favorable a la admisión y decisión final de las pretensiones de los

administrados, de modo que sus derechos e intereses no sean afectados por la

exigencia de aspectos formales que puedan ser subsanados dentro del

procedimiento, siempre que dicha excusa no afecte derechos de terceros o el

interés público.55



47

Artículo    248.- Principios de la potestad sancionadora administrativa.

La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por

los siguientes principios especiales:

Legalidad. - Solo por norma con rango de ley cabe atribuir a las entidades la

potestad sancionadora y la consiguiente previsión de las consecuencias

administrativas que a título de sanción son pasibles de aplicar a un administrado,

las que en ningún caso habilitarán a disponer la privación de la libertad.56

Debido procedimiento. - No se pueden imponer sanciones sin que se haya

tramitado el procedimiento respectivo, respetando las garantías del debido

procedimiento. Los procedimientos que regulen el ejercicio de la potestad

sancionadora deben establecer la debida separación entre la fase instructora y la

sancionadora, encomendándolas a autoridades distintas.57

Tipicidad. - Solo constituye conductas sancionables administrativamente las

infracciones previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su

tipificación como tales, sin

admitir interpretación extensiva o analogía. Las disposiciones reglamentarias de

desarrollo pueden especificar o graduar aquellas dirigidas a identificar las

conductas o determinar sanciones, sin constituir nuevas conductas sancionables a

las previstas legalmente, salvo los casos en que la ley o Decreto Legislativo permita

tipificar infracciones por norma reglamentaria.58

Edicto № 225

Artículo 1º.- Créase el Servicio de Administración Tributaria (SAT),
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como organismo público descentralizado de la Municipalidad de Lima

Metropolitana, con personería jurídica del Derecho Público Interno y con autonomía

administrativa, económica, presupuestaria y financiera.

Artículo 2º.- El Servicio de Administración Tributaria tiene por finalidad organizar y

ejecutar la administración, fiscalización y recaudación de todos los ingresos

tributarios de la Municipalidad. Ejerce las siguientes funciones:

d. Recaudar los ingresos municipales por concepto de impuestos, contribuciones y

tasas, así como multas administrativas.

Ordenanza Municipal № 154.

Artículo 15º.- De la Autoridad Administrativa.

Incluir al Servicio de Administración Tributaria – SAT como Autoridad Administrativa

competente en materia de Transporte Urbano e Interurbano de Pasajeros y en

materia de Transito y Seguridad Vial.

Las labores del SAT se circunscriben a la imposición, control y cobranza de las

papeletas impuestas al Reglamento del Servicio Público de Transporte Urbano e

Interurbano de Pasajeros y al Código de Tránsito y Seguridad Vial; así como la

resolución en primera instancia de los Recursos de Reconsideración y solicitudes

no contenciosas originadas por las mismas.

Ordenanza Municipal № 1684.

Artículo 62º; Medios Probatorios que sustentan las Infracciones.

Las infracciones establecidas en la presente ordenanza se podrán sustentar en

cualquiera de los siguientes medios de prueba:
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3. El documento o material digital, fotográfico, fílmico, electrónico o similar en el que

se verifique la comisión de una infracción. Los instrumentos, herramientas o medios

que se utilicen para mediciones deberán estar debidamente homologados y/o

calibrados, cuando corresponda.

Artículo 79º; Negativa de entregar documentación solicitada por parte del conductor

intervenido.

79.1. En el caso que un conductor intervenido, ante la solicitud del inspector

municipal de transporte interviniente, se negará a entregar la documentación

solicitada, el inspector deberá:

Tomar una vista fotográfica en la que se aprecie la placa del vehículo intervenido.

En el formato fotográfico deberá aparecer la hora y fecha de la intervención, los

cuales deberán coincidir con los consignados en el acta de control respectiva.

Luego, en el acta de control, dejará constancia de la negativa y señalará el

documento o documentos que el intervenido se negó a entregar. Adicionalmente,

el acta deberá ser suscrita por el jefe del Operativo o Jefe de Control de Grupo del

inspector municipal que levantó el acta.

Artículo 80º. Notificación al infractor.

La persona jurídica autorizada o el propietario del vehículo, según corresponda, se

entenderán válidamente notificados cuando el acta de control o la Imputación de

Cargos le sea entregada, cumpliendo lo establecido en la ley № 27444, Ley del

Procedimiento Administrativo General, respecto de las notificaciones.

La GTU podrá establecer mecanismos de notificación mediante correo certificado,
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correo electrónico o cualquier otro medio que permita comprobar fehacientemente

su acuse de recibo

y quien lo recibe, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley № 27444, Ley del

Procedimiento Administrativo General.

Ordenanza Municipal № 1974.

Artículo 7º. Modifíquese el numeral 17 del artículo 5, (…), los

artículos 75, 77, (…), de la Ordenanza Municipal № 1684, que sistematiza el

impuesto de la asistencia de taxi en Lima Metropolitana, en los siguientes

requisitos:

“Artículo 75.- Contenido mínimo del Acta de Control”

El Acta de control corresponderá sujetar como exiguo la indagación consecutiva:

Los antecedentes del intercedido, apellidos y nombres o razón social, prototipo de

documento, número de DNI, numero de licencia de conducir, clase y categoría de

la licencia.

Zona de la transgresión: avenida, calle, jirón; cuadra; distrito; y/o referencia del

terreno.

Fecha y hora de la intrusión.

Código de la infracción manifestada.

Datos de identificación del automóvil intercedido.

Datos del Fiscalizador Municipal de Transporte.

Firma del IMT y del intercedido y/o del apoderado del operativo, según concierna.
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Análisis de parte del IMT o hipotético infractor de pertenecer.

Concierne a la Subgerencia de Fiscalización del transporte registrar por defecto o

pesquisa exigua todas las Actas de Control en el estado en el que se localicen

siempre que se hayan impuesto, ante la distancia, desatención o desperfecto de

cualquiera de los datos señalados en los literales a) al g) y que no pudieran ser

rectificados, así como por antecedentes ininteligibles, borrones y/o enmendaduras

que consiguieran aguantar dichas actas de control.

La Subgerencia de Fiscalización del Transporte dispondrá la observación de

“ANULADO” o “ANULADA” en cada acta de control, haciendo de discernimiento lo

preparado al Servicio de Administración Tributaria – SAT.

Lo dispuesto no será ajustable en aquellos temas, en los que durante la

interposición se señale la denegación a conceder la documentación, fuga o caso

omiso a la orden de interrumpir, salvo inobservancia de lo sabido en la siguiente

medida.

“Artículo 77.- Del Levantamiento del Acta de Control”.

El Inspector Municipal de Transporte cuando cumpla la Inspección de Campo

dictaminará al conductor del coche que se interrumpa. Consecutivamente, se

aproximará a la ventanilla del conductor, le pedirá su credencial, licencia de

conducir, Documento Nacional de Identidad, TUC, tarjeta de propiedad o

identificación

vehicular, certificado de inspección técnica vehicular, SOAT o CAT, entre otros

dispuestos por las autoridades competentes.
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Luego de tomados los documentos anunciará al conductor del vehículo la moción

de la intervención y, de divisar la infracción, levantará el acta de control, la cual será

comunicada en el mismo acto, de forma contigua con la devolución de los

documentos solicitados, de ser el caso. El acta de control deberá ser firmada por el

conductor, cuando concierna; en caso de negativa el inspector dejará constancia

de este hecho.

El conductor intervenido, ante la petición del Inspector Municipal de Transporte

interviniente, se negará a conceder la documentación pedida, el inspector emanará

a levantar el acta de control en la que dejará constancia de la intervención, así como

la negativa de entregar la documentación solicitada; debiendo adjuntar los medios

probatorios que conciernan al caso en concreto. En el acta de control y los medios

evidenciables deberá figurar la hora y fecha de la intervención, además el acta

corresponderá ser registrada por el inspector municipal y la persona delegada del

operativo, dando fe de las gestas acaecidos.

En el caso que el conductor, ante la solicitud del Inspector Municipal de Transporte,

no cumpla con la orden de parar dándose al escape, se procederá a levantar el acta

de control en la

que depondrá constancia de la intervención, a fin de que la SFT, de inicio el

procedimiento sancionador proporcionado, sin que ello anule la acción de control;

además el acta deberá estar registrada por el inspector municipal y la persona

encargada del operativo, dando fe de los hechos sobrevenidos.

En los casos de infracciones detectadas mediante el manejo de medios

electrónicos, computarizados u otro tipo de mecanismos tecnológicos, se deberá
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asociar el material probatorio concerniente al acta de control o informe, los cuales

serán refrendados por el Inspector Municipal de Transporte, para luego ser

comunicados a la SFT, órgano que deberá gestionar y formular los actos

correspondientes del procedimiento administrativo sancionador.

Artículo 10º.- Derogatorias.

Deróguese (…), y los artículos 78º y 79º de la Ordenanza № 1684- MML, así como

(…).
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CAPÍTULO III

METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN

3.1. Métodos de investigación.

3.1.1. Método general.

Se utilizó el método Inductivo – Deductivo; porque arribamos a la conclusión del

porqué del problema, a raíz de la información que fue proporcionada por cada

integrante de la población; para luego determinar si el debido procedimiento fue

vulnerado por la autoridad administrativa.

3.1.2. Métodos específicos.

En la presente investigación se utilizó el método de la observación; ya que, con la

aplicación de este método a la documentación proporcionada por los administrados,

se pudo evidenciar la vulneración al derecho fundamental al Debido Proceso y la

Tutela Jurisdiccional consagrado en el artículo 139° numeral 3) de la Constitución

Política.

3.1.3. Métodos particulares

En la presente investigación se utilizó el método de los cuestionarios, así como el

análisis de datos obtenidos de manera directa, los cuales fueron proporcionados

por las personas que sostuvieron procesos administrativos contra el SAT, entre los

años 2016 y 2018.

3.2. Tipo de investigación.

Tipo de Investigación Básica

Para Tomala (2016) la Investigación Básica
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Denominada también pura o fundamental, busca el progreso científico, acrecentar

los conocimientos teóricos, sin interesarse directamente en sus posibles

aplicaciones o consecuencias prácticas; es más formal y persigue las

generalizaciones con vistas al desarrollo de una teoría basada en principios y leyes.

(parr. 1).

3.3. Nivel de investigación.

Nivel de Investigación Correlacional

Para Hernández, Fernández y Baptista (2014) la Investigación correlacional.

Este tipo de estudios tiene como finalidad conocer la relación o grado de asociación

que exista entre dos o más conceptos, categorías o variables en una muestra o

contexto en particular. En ocasiones sólo se analiza la relación entre dos variables,

pero con frecuencia se ubican en el estudio vínculos entre tres, cuatro o más

variables. (p.93).

3.4. Diseño de investigación.

Diseño no experimental transversal descriptiva

No experimental

Hernández, Fernández y Baptista (2014), describen así la investigación no

experimental:

Es la que se realiza sin manipular deliberadamente las variables. Es decir, se trata

de una investigación donde no hacemos variar intencionalmente las variables

independientes. Lo que hacemos en la investigación no experimental es observar

fenómenos tal y como se dan en su contexto natural para después analizarlos. (p.

165).
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Diseño transversal descriptivo

Hernández, Fernández y Baptista (2014) indican que estos diseños de investigación

sostienen como fin el de analizar la relación de las características o cualidades de

una variable y otra en una población (p.152).

3.5. Población y muestra

3.5.1. Población

Hernández, Fernández y Baptista (2014) puntean que es el conjunto de todos los

casos que concuerdan con una serie de especificaciones (p.174).

En la presente investigación se contó con la participación de 60 personas, que

fueron sancionados por infracciones al servicio de taxi, en clara inobservancia al

artículo 139º inc. 3) de la Constitución Política.

3.5.2. Muestra.

Para la presente investigación, se utilizó la muestra no probabilística.

Para el cálculo de la muestra se utilizará la siguiente fórmula:

Dónde:

n = Tamaño de la muestra.

Z = Desviación estándar (para un intervalo de confianza de 95%, es 1.96)

p = proporción de la población que ha sido afectada (cuando se desconoce la
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proporción se asume p=50 = 0.5)

q = 0.5

E = Margen de error que se está dispuesto a aceptar (0.5) N = Tamaño de la

población 60

Para conocer el tamaño de la muestra en este trabajo de investigación, teniendo en

cuenta que contamos con una población de 60 personas que han sido sancionadas

inobservando el art. 139º inc. 3) de la Constitución Política, se aplicara la siguiente

formula:

n = ??? Z = 1.96

p = 0.5

q = 0.5

E = +/- 5% N = 60

Aplicando la formula se obtiene:

= 60 ∗ 1.96 ∗ 0.5 ∗ 0.50.05 (60 − 1) + 1.965 ∗ 0.5 ∗ 0.5= 53
3.6. Técnicas de investigación

3.6.1. Técnicas e instrumentos de recolección de datos.

Para Arias, una técnica de investigación “es el procedimiento o forma particular de

obtener datos o información” (2012, p. 67), para ello se utilizan instrumentos de

recolección de datos, que puede ser “cualquier recurso, dispositivo o formato (en

papel o digital)” (Arias, 2012, p. 68). Estos instrumentos deben tener tres

características importantes: confiabilidad, validez y objetividad.
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La confiabilidad es el grado en que la aplicación del instrumento al mismo sujeto u

objeto produce resultados iguales, es decir, es el grado en que genera resultados

consistentes y coherentes. La validez es el grado en que un instrumento en verdad

mide la variable que busca medir y la objetividad se refiere al grado en que el

instrumento es permeable a la influencia de los investigadores que lo administran,

califican e interpretan (Hernández, Fernández, y Baptista, 2014, p. 287).

Para la presente investigación se tendrá de instrumento a la encuesta; las cuales

se pueden realizar de forma oral o escrita; en el primer caso se utiliza como

instrumento una hoja que contiene las preguntas y las opciones de respuesta, la

cual la llena el encuestador, también es común que se utilicen grabadoras o

cámaras de video para guardar las respuestas (Arias, 2012, p.72).

3.6.2. Técnicas de procesamiento y análisis de datos

Los resultados obtenidos de la aplicación de las encuestas y del análisis de los

expedientes administrativos serán plasmados a través de gráficos y columnas

determinando los porcentajes correspondientes; asimismo, se comprobó las

hipótesis mediante la prueba de Correlación de Rho de Spearman, la cual permitió

mostrar el nivel de relación entre las variables; las mismas que se sometieron a

prueba y análisis a través del paquete estadístico SPSS.

Asimismo, en la elaboración de este Informe Final, se utilizó el programa

MICROSOFT WORD 2010.
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CAPÍTULO IV

RESULTADOS

4.1. Presentación de Resultados

En el presente capítulo se plasman los resultados de la investigación en base de

un análisis descriptivo, datos obtenidos en aplicación de las técnicas e instrumentos

de investigación, las cuales serán contrastadas mediante los cuadros estadísticos

y los gráficos, con relación a las hipótesis y sus vínculos con cada una de las

variables expuestas.

Los resultados obtenidos en la presente investigación, son consecuencia del

análisis de la aplicación de las técnicas e instrumentos de recolección de datos;

vale decir, el análisis de los expedientes administrativos referentes a los reclamos

interpuestos por los administrados ante el SAT-Lima, en cuanto las sanciones de

códigos R-01, R-02 y R-05, impuestas por la presunta comisión de infracciones a

la Ordenanza Municipal № 1684, ordenanza que regula la prestación del Servicio

de Taxi en Lima Metropolitana; así como, las encuestas aplicadas a las 60 personas

que colaboraron en la realización del presente trabajo; resultados que serán

presentados a través de tablas y gráficos estadísticos en orden de los objetivos

establecidos, resultados que nos permitirán arribar de forma precisa y confiable a

las conclusiones del presente trabajo de investigación.
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Resultado de la Variable Independiente – La Inobservancia al artículo 139º

inc.3) de la Constitución Política.

Discusión:

La valía del Alpha de Cronbach cuanto más se avecine a su valor inmenso, 1, mayor

es la fiabilidad de la escala. Conjuntamente, en determinados contextos y por

implícito acuerdo, se considera que valores del alfa más altos a 0,7 son bastantes

para certificar la fiabilidad de la escala. Poseyendo así el valor de Alpha de

Cronbach para nuestro instrumento de 0.985, por lo que ultimamos que nuestro

instrumento es crecidamente confiable.

Tabla 01: Resultados del cuestionario aplicado: ítem 01

¿El SAT al momento de sancionar por infracciones al servicio de
taxi, actuó con sujeción a las normas establecidas?

Frecuencia Porcentaje
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Si 17 32,1 32,1 32,1
No 36 67,9 67,9 100,0
Total 53 100,0 100,0
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Gráfico 01: Item 01

Interpretación:

De la Tabla № 01 y Gráfico № 01; en relación al estudio de las contestaciones

conseguidas de la aplicación de los interrogatorios a los administrados, se puede

establecer que el Servicio de Administración Tributaria SAT – Lima, llevo los

procedimientos de una forma irregular en el 67,90% (36) de los casos; y que tan

solo en un 32,10% (17) de los casos fueron tramitados conforme a las disposiciones

legales correspondientes.

Tabla 02: Resultados del cuestionario aplicado: Item 02

¿El SAT notificó con arreglo a ley a los administrados, sobre la
imposición de Actas de Control y las subsecuentes actuaciones
procedimentales?

Frecuencia Porcentaje
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Si 18 34,0 34,0 34,0
No 35 66,0 66,0 100,0
Total 53 100,0 100,0
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Gráfico 02: Item 02

Interpretación:

De la Tabla № 02 y Gráfico № 02, en relación al análisis de las respuestas obtenidas

de la aplicación de los cuestionarios de las cuales fueron participes los

administrados, podemos determinar que en el 66,04% (35) de los casos las

notificaciones fueron realizadas en clara inobservancia de las formas establecidas

en el artículo 24º del TUO de la Ley № 27444 – Ley del Procedimiento

Administrativo General; encausando en un estado de indefensión a los

administrados frente a los actos que realiza la autoridad administrativa; mientras

que en el 33,96% (18) de los casos, el SAT – Lima, notifico conforme a lo

establecido en la norma.
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Tabla 03: Resultados del cuestionario aplicado: ítem 03

¿Las pruebas de descargo ofrecidas, fueron valoradas
correctamente por el SAT?

Frecuencia Porcentaje
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Si 12 22,6 22,6 22,6
No 41 77,4 77,4 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 03: Item 03

Interpretación:

De la Tabla № 03 y Gráfico № 03; en relación al análisis de las respuestas obtenidas

de la aplicación de los cuestionarios a los administrados, se puede inferir que el

Servicio de Administración Tributaria SAT – Lima, en un 77,36% (41) de los casos

no valora adecuadamente las pruebas ofrecidas por los administrados; mientras

que en el 22,64% (12) de los casos fueron tomados en consideración por el SAT,

para la emisión de la respectiva respuesta.
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Tabla 04: Resultados del cuestionario aplicado: ítem 04

¿Las Resoluciones emitidas por el SAT, fueron debidamente
motivadas?

Frecuencia Porcentaje
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Si 15 28,3 28,3 28,3
No 38 71,7 71,7 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 04: Item 04

Interpretación:

De la Tabla № 04 y Gráfico № 04; en relación al análisis de las respuestas obtenidas

de los cuestionarios aplicados a los administrados, se puede establecer que el

Servicio de Administración Tributaria SAT – Lima, en un 71,70% (38) emitió

resoluciones con motivaciones insuficientes; mientras que en el 28,30% (15) de los

casos las resoluciones fueron debidamente motivadas.
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Tabla 05: Resultados del cuestionario aplicado: ítem 05

¿El SAT garantiza a los administrados el derecho a defenderse ante
las imputaciones atribuidas?

Frecuencia Porcentaje
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Si 16 30,2 30,2 30,2
No 37 69,8 69,8 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 05: Item 05

Interpretación:

De la Tabla № 05 y Gráfico № 05; en relación al análisis de las respuestas obtenidas

de los cuestionarios aplicados a los administrados, se puede apreciar que en el

69,81% (37) de los casos, se vulnera el derecho a la defensa de los administrados

como producto de una notificación defectuosa y/o el incumplimiento de los plazos

establecidos para la realización de una actuación procedimental; mientras que en

un 30,19% (16) de los casos, los administrados pudieron ejercer su derecho a la

defensa.
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Tabla 06 Resultados del cuestionario aplicado: ítem 06

¿El SAT, resuelve dentro de los plazos establecidos, los
descargos presentados?

Frecuenci
a

Porcentaj
e

Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Válido Si 16 30,2 30,2 30,2
No 37 69,8 69,8 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 06: Item 06

Interpretación:

De la Tabla № 06 y Gráfico № 06; en relación al análisis de las respuestas obtenidas

de los administrados de la aplicación de los cuestionarios, se puede apreciar que

en un 69,81% (37) de los casos el Servicio de Administración Tributaria SAT – Lima,

incumple los plazos para emitir respuesta a los descargos y/o recursos

impugnatorios interpuesto por los obligados, mientras que en un 30,19% (16) de los

casos, se logró obtener respuesta oportunamente.
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Tabla 07: Resultados del cuestionario aplicado: Item 07

¿El SAT dentro del procedimiento sancionador, demostró que si
se cometió la infracción a la norma de taxi atribuida?

Frecuenci
a

Porcentaj
e

Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Válido Si 15 28,3 28,3 28,3
No 38 71,7 71,7 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 07: Item 07

De la Tabla № 07 y Gráfico № 07; en relación al análisis de las respuestas obtenidas

de los administrados por la aplicación de los cuestionarios, se puede establecer que

el Servicio de Administración Tributaria SAT – Lima, en un 71,70% (38) de los casos

no pudo demostrar que las imputaciones atribuidas obedecían a hechos ciertos y

evidenciados; mientras que en un 28,30% (15) de los casos, el SAT a través de

evidencias fotográficas llego a demostrar que las imputaciones correspondían a

hechos ciertos.
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Resultado de la Variable Dependiente – Las Sanciones Impuestas por

Infracciones al Servicio de Taxi

Discusión:

La valía del Alpha de Cronbach mientras más se avecine a 1, máximo es la

fiabilidad. Conjuntamente, en explícitos argumentos y por implícito acuerdo, se

reflexiona que valores del alfa más altos a 0,7 son bastantes para certificar la

fiabilidad de la escala. Poseyendo así el valor de Alpha de Cronbach para nuestro

instrumento de 0.803, por lo que ultimamos que el instrumento es crecidamente

fiable.

Tabla 08 Resultados del cuestionario aplicado: ítem 08

¿El SAT aplica correctamente las ordenanzas municipales, al
momento de validar las sanciones impuestas?

Frecuenci
a

Porcentaj
e

Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Válido Si 13 24,5 24,5 24,5
No 40 75,5 75,5 100,0
Total 53 100,0 100,0
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Gráfico 08: item 08

Interpretación:

De la Tabla № 08 y Gráfico № 08; en relación al análisis de las respuestas obtenidas

de la aplicación de los cuestionarios a los administrados, con referencia a que si el

SAT – Lima dentro del procedimiento sancionador, aplica correctamente las

Ordenanzas Municipales №s 1684 y 1974 que regula la prestación del servicio de

taxi y sus modificatorias; se pudo determinar que en un 24,53% (13) de los casos,

el SAT sanciona dando cabal cumplimiento de las referidas ordenanzas

municipales; mientras que en un 75,47% (40) de los casos, se sanciona sin ningún

sustento legal.

Tabla 09 Resultados del cuestionario aplicado: ítem 09

¿Las sanciones impuestas inobservando el art. 139° de
Constitución le han generado algún perjuicio?

Frecuencia Porcentaje
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Si 22 41,5 41,5 41,5
No 31 58,5 58,5 100,0
Total 53 100,0 100,0
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Gráfico 09: Item 09

Interpretación:

De la Tabla № 09 y del Gráfico № 09; en relación al análisis de las respuestas

obtenidas de la aplicación de los cuestionarios, se puede apreciar que en un

58,49% (31) de los casos, los administrados consideran que no se les han causado

perjuicios; mientras que en un 41,51% (22) de los

casos, los administrados se consideran perjudicados con las sanciones impuestas;

ya que nunca se les puso en conocimiento de la existencia de sanciones,

enterándose de estas cuando ya se encontraban en la parte final; es decir, se

habían dictado las medidas cautelares para hacer efectivo el cobro de la deuda.
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Tabla de clasificación de la Variable Independiente

Tabla 10: La Inobservancia del Articulo 139 Inc. 3 de la Constitución Política

La Inobservancia del Articulo 139 Inc. 3 de la Constitución Política

Frecuencia Porcentaje
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Malo 16 30,2 30,2 30,2
Regular 1 1,9 1,9 32,1
Bueno 36 67,9 67,9 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 10: La Inobservancia del Articulo 139 Inc. 3 de la Constitución Política

Interpretación:

De la tabla Nº 10 y del grafico Nº 10, se obtuvo que una gran parte de los

encuestados (67,92%) le dan una calificación de malo; mientras que otro pequeño

porcentaje (1,89%) le da una calificación de regular; con respecto a la variable

independiente “La Inobservancia al artículo 139º inc. 3) de la Constitución Política”.
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Tabla 11: La inobservancia

La Inobservancia
Frecuenci

a
Porcentaj

e
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Malo 17 32,1 32,1 32,1
Bueno 36 67,9 67,9 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 11: La inobservancia

Interpretación:

De la tabla Nº 11 y del grafico Nº 11, se obtuvo que una gran parte que viene a ser

67,92% le dan una calificación de malo con respecto a la dimensión de La

Inobservancia; mientras que otro pequeño porcentaje (32,08%) le da una

calificación de bueno, con respecto a la dimensión “La Inobservancia”.
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Tabla 12: El debido procedimiento

El debido procedimiento
Frecuenci

a
Porcentaj

e
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Malo 15 28,3 28,3 28,3
Regular 1 1,9 1,9 30,2
Bueno 37 69,8 69,8 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 12: El debido procedimiento

Interpretación:

De la tabla Nº 12 y del grafico Nº 12, se obtuvo que una gran parte de los

encuestados (69,81%) le dan una clasificación de malo con respecto a la dimensión

“El Debido Procedimiento”; mientras que otro pequeño porcentaje (1,89%) le da una

clasificación de regular con respecto a la dimensión el debido procedimiento
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Tabla de clasificación de la Variable Dependiente

Tabla 13: Las sanciones impuestas por el SAT de Lima a las infracciones del

servicio de taxi

Las sanciones impuestas por el SAT de Lima a las infracciones del
servicio de taxi

Frecuenci
a

Porcentaj
e

Porcentaje
válido

Porcentaje
acumulado

Válido Malo 13 24,5 24,5 24,5
Regular 9 17,0 17,0 41,5
Bueno 31 58,5 58,5 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 13: Las sanciones impuestas por el SAT de Lima a las infracciones del

servicio de taxi

Interpretación:

De la tabla Nº 13 y del grafico Nº 13, se obtuvo que una gran parte de los

encuestados (58,49%) le da una clasificación de malo, mientras que otro pequeño

porcentaje (16,98%) le da una clasificación de regular; con respecto a la variable

dependiente: las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.
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Tabla 14: Las sanciones

Las sanciones
Frecuenci

a
Porcentaj

e
Porcentaje

válido
Porcentaje
acumulado

Válido Malo 13 24,5 24,5 24,5
Regular 9 17,0 17,0 41,5
Bueno 31 58,5 58,5 100,0
Total 53 100,0 100,0

Gráfico 14: Las sanciones

Interpretación:

De la tabla Nº 14 y del grafico Nº 14, se obtuvo que una gran parte de los

encuestados (58,49%) le dan una clasificación de bueno, con respecto a la

dimensión las sanciones; mientras que otro pequeño porcentaje (16,98%) le dan

una clasificación de regular.
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4.2. Contrastación de hipótesis.

Análisis inferencial.

Tabla 15: Prueba de normalidad

Pruebas de normalidad
Kolmogorov-Smirnova Shapiro-Wilk

Estadístico gl Sig. Estadístico gl Sig.
La Inobservancia del
Articulo 139 Inc. 3 de la
Constitución Política

,429 53 ,000 ,596 53 ,000

La Inobservancia ,431 53 ,000 ,588 53 ,000
El debido procedimiento ,438 53 ,000 ,584 53 ,000
Las sanciones
impuestas por el SAT de
Lima a las infracciones
del servicio de taxi

,365 53 ,000 ,694 53 ,000

Las sanciones ,365 53 ,000 ,694 53 ,000
a. Corrección de significación de Lilliefors

Interpretación:

Al procesar la prueba de la normalidad nos va a valer para dar una disposición y

así probar las correlaciones o hipótesis. Por medio de la prueba de KOLMOGOROV

SMIRNOV y SHAPIRO-WILK. Cuando la significancia o también conocido como el

P valor es menor que 0,05 entonces tomaremos la disposición de ejecutar una

prueba no paramétrica mediante la correlación de Rho Sperman.

Correlación de Rho Spearman

Se justificará la hipótesis por medio del test de Correlación de Rho de Spearman,

esta prueba nos mostrará el nivel de relación entre las variables y nos permita

aceptar la hipótesis alterna que por consiguiente esta debe de darnos un valor

menor a 0.05, y así se refuta la hipótesis nula de manera indudable.



77

El coeficiente de relación Rho Spearman fue el originario en desarrollarse

intrínsecamente en todos los estadísticos apoyados en rangos, el cual se maneja

cuando existen dos variables medidas por lo menos en una de ellas en escala

ordinal, por consiguiente, los individuos pueden ser regulados en rangos. (Cruz et

al., 2014, p.202).

De esta manera, los niveles resultantes del coeficiente de correlación ostentan un

comentario explícito, detallado ahora:

Tabla 16: Tabla de coeficiente de correlación

Interpretación del coeficiente de correlación Rho Spearman.
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Hipótesis General

Ho: No existe relación significativa entre la inobservancia al artículo 139º inc. 3) de

la Constitución Política y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de

taxi.

Cuando la Significancia ≥ 0.05

Ha: Existe relación significativa entre la inobservancia al artículo 139º inc. 3) de la

Constitución Política y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

Cuando la Significancia ≤ 0.05

Tabla 17: Correlación entre variable independiente y variable dependiente

Correlaciones

La Inobservancia
del Articulo 139 Inc.
3 de la Constitución

Política

Las sanciones
impuestas por el

SAT de Lima a las
infracciones del
servicio de taxi

Rho de
Spearman

La Inobservancia del
Articulo 139 Inc. 3 de la
Constitución Política

Coeficiente
de
correlación

1,000 ,890**

Sig.
(bilateral)

. ,000

N 53 53

Las sanciones impuestas
por el SAT de Lima a las
infracciones del servicio
de taxi

Coeficiente
de
correlación

,890** 1,000

Sig.
(bilateral)

,000 .

N 53 53

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral).

Interpretación:
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El valor de la Variable Independiente: La Inobservancia al artículo 139º inc.

3) de la Constitución Política, con respecto a la Variable Dependiente: Las

sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi; posee un índice de

correlación Rho de Sperman de 0.890 = 89.0% esto nos indica que la relación es

positiva muy fuerte.

El P valor es de: 0.000

Entonces se rechaza la H0

Conclusión

En conclusión, se acepta la Ha, lo cual quiere decir que existe relación significativa

entre la inobservancia al artículo 139º inc. 3) de la Constitución Política y las

sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

Hipótesis especifica 1

Ho: No existe relación significativa entre la inobservancia y las sanciones impuestas

por infracciones al servicio de taxi.

Cuando la Significancia ≥ 0.05

Ha: Existe relación significativa entre la inobservancia y las sanciones impuestas

por infracciones al servicio de taxi.

Cuando la Significancia ≤ 0.05
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Tabla 18: Correlación entre la inobservancia y las sanciones

Correlaciones

La
Inobservancia

Las sanciones
impuestas por el

SAT de Lima a las
infracciones del
servicio de taxi

Rho de
Spearman

La Inobservancia Coeficiente de
correlación

1,000 ,885**

Sig. (bilateral) . ,000
N 53 53

Las sanciones
impuestas por el SAT
de Lima a las
infracciones del
servicio de taxi

Coeficiente de
correlación

,885** 1,000

Sig. (bilateral) ,000 .
N 53 53

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral).

Interpretación:

El valor de la dimensión la inobservancia, con respecto a la Variable Dependiente:

Las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi, posee un índice de

correlación Rho de Sperman de 0.885 = 88.5% esto nos indica que la relación es

positiva muy fuerte.

El P valor es de .000

Entonces se rechaza la H0
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Conclusión

En conclusión; se admite la Ha, lo cual quiere decir que existe relación significativa

entre la inobservancia y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

Hipótesis especifica 2

Ho: No existe relación significativa entre el debido procedimiento y las sanciones

impuestas por infracciones al servicio de taxi.

Cuando la Significancia ≥ 0.05

Ha: Existe relación significativa entre el debido procedimiento y las sanciones

impuestas por infracciones al servicio de taxi.

Cuando la Significancia es ≤ 0.05.

Tabla 19: Correlación entre el debido procedimiento y las sanciones

Correlaciones

El debido
procedimiento

Las sanciones
impuestas por

el SAT de
Lima a las

infracciones
del servicio de

taxi
Rho de
Spearman

El debido
procedimiento

Coeficiente de
correlación

1,000 ,878**

Sig. (bilateral) . ,000
N 53 53

Las sanciones
impuestas por el SAT
de Lima a las
infracciones del
servicio de taxi

Coeficiente de
correlación

,878** 1,000

Sig. (bilateral) ,000 .
N 53 53

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral).
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Interpretación:

El valor de la dimensión, El Debido procedimiento, con respecto a la Variable

Dependiente: Las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi, posee

un índice de correlación Rho de Sperman de 0.878 = 87.8% esto nos indica que la

relación es positiva muy fuerte.El P valor es de .000

Entonces se rechaza la H0

Conclusión

En conclusión; se admite la Ha, lo cual quiere decir que existe relación significativa

entre el debido procedimiento y las sanciones impuestas por infracciones al servicio

de taxi.
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DISCUSIÓN

Conociendo los efectos de esta pesquisa, alcanzamos a suministrar y dar a explicar

la discusión y la elucidación de esta exploración.

La actual investigación perpetrada asumió como trascendental objetivo comprobar

la relación que existe entre la inobservancia al art. 139º inc. 3) de la Constitución

Política y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

Con afinidad a la tentativa de valor del instrumento de la exploración, estuvo

validado por medio del Alfa de Cronbach, donde se adquirió el resultado 0.985 y

0.803 respectivamente para las variables la inoobservancia al art. 139º inc. 3) de la

Constitución Política y las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

El coeficiente del Alfa de Cronbach se traerá para comprobar el nivel de

confiabilidad de esta tesis mediante el programa estadístico SPSS.  El instrumento

es de 9 ítems en total, de los cuales 7 ítems destinadas a la variable independiente

y 2 para la variable dependiente. Consiguiendo un nivel de confiabilidad del 95%

existiendo un valor imponderable, se sabe que es considerado como confiable

cuando está circundando al 1 % y que sus valores ascendentes a 0.7, de esa

posición se certifican la fiabilidad. El alfa de Cronbach calculará la estabilidad entre

los ítems, según nos revela Hernández Sampieri.

Concurren varias operaciones para deducir la confiabilidad de un instrumento

conformado por uno o diversos niveles que calculan las variables de indagación;

cuyos ítems, variables de la matriz o indicadores consiguen agregarse, promediarse

o correlacionarse. Unos utilizan fórmulas que originan coeficientes de fiabilidad que

alcanzan a fluctuar entre cero y uno, donde resonemos que un coeficiente de cero
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representa nula confiabilidad y uno simboliza un máximo de fiabilidad. (Hernández,

2014, pag. 294).

En la actual tesis alcanzamos a demostrar que uno y otro son ascendentes a 0.7;

es por ello, que los instrumentos son confiables y consiguen ser admitidos para su

diligencia.

Con las consecuencias que hemos emanado, la variable la inobservancia al art.

139º inc. 3) de la Constitución Política tiene relación significativa con las sanciones

impuestas por infracciones al servicio de taxi, donde esta sería la hipótesis general

y para poder concretar la validación se aplicó el instrumento a 53 encuestados, para

lo cual indicaré los resultados más importantes con la comprobación de hipótesis.

Hipótesis general

Según los efectos estadísticos alcanzados, la variable inobservancia al art. 139º

inc. 3) de la Constitución Política tiene una relación significativa con las sanciones

impuestas por infracciones al servicio de taxi, seguidamente mediante los efectos

alcanzados de la hipótesis general se empleó la prueba de correlación del Rho

Sperman en el cual el coeficiente de correlación fue 0. 890, indicando que tiene una

correlación positiva muy fuerte por consiguiente el nivel de significancia reflejó ser

menor a 0.05, esto quiere decir que se acepta la Ha y se rechaza la H0 y que

también la mencionada prueba nos certifica que coexiste una relación significativa

entre la inobservancia al art. 139º inc. 3) de la Constitución Política y las sanciones

impuestas por infracciones al servicio de taxi.

Hipótesis especifica 1

Según los efectos estadísticos alcanzados, la dimensión inobservancia tiene una
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relación significativa con la variable sanciones impuestas por infracciones al

servicio de taxi, seguidamente mediante los efectos alcanzados de la hipótesis

especifica 1 se empleó la prueba de correlación del Rho Sperman en el cual el

coeficiente de correlación fue 0.885, indicando que tiene una correlación positiva

muy fuerte por consiguiente el nivel de significancia reflejó ser menor a 0.05, esto

quiere decir que se acepta la Ha y se rechaza la H0 y que también la mencionada

prueba nos certifica que coexiste una relación significativa entre la inobservancia y

las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

Hipótesis especifica 2

Según los secuelas estadísticas alcanzados, la dimensión el debido procedimiento

tiene una relación significativa con la variable sanciones impuestas por infracciones

al servicio de taxi, seguidamente mediante los efectos alcanzados de la hipótesis

especifica 2 se empleó la prueba de correlación del Rho Sperman en el cual el

coeficiente de correlación fue 0.878, indicando que tiene una correlación positiva

muy fuerte por consiguiente el nivel de significancia reflejó ser menor a 0.05, esto

quiere decir que se acepta la Ha y se rechaza la H0 y que también la mencionada

prueba nos certifica que coexiste una relación significativa entre el debido

procedimiento y sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.



86

CONCLUSIONES

De los resultados obtenidos en la presente investigación, se puede concluir que:

Se ha logrado determinar que el Servicio de Administración Tributaria – SAT, realiza

inadecuadamente los procedimientos sancionadores, direccionando a los

administrados a un estado de indefensión; la cual se infiere por el desarrollo

incorrecto del acto de notificar; lo cual conlleva a vulnerar el derecho a la defensa

del administrado; toda vez que este derecho constituye un derecho fundamental de

naturaleza procesal que conforma el ámbito del debido proceso, el mismo que se

proyecta como un instrumento legal a fin de evitar que se vaya a ocasionar

indefensión, y como principio de contradicción de los actos procesales que pudiera

repercutir en la situación jurídica de algunas de las partes del proceso y/o a un

tercero con interés; si es que el administrado no puede aportar medios de pruebas

para que estos sean valorados para así ganar un laudo producido y instaurado en

derecho; tal como se ha desarrollado ampliamente en los fundamentos 6 y 7, de la

sentencia recaída en el expediente № 2098-2010-PA/TC de fecha 22 de junio del

2011

Se ha logrado determinar que las garantías del Principio al Debido Procedimiento

Administrativo, las cuales están contenidas en el numeral 1.2) del artículo IV del

Título Preliminar y el artículo 246º del Texto Único Ordenado de la Ley № 27444;

adquieren connotación Constitucional a través del principio de legalidad; por lo que

en ese sentido, la concepción legal – racional de la justicia; dentro del proceso,

debe orientarse a la consecución de una decisión verdadera, correspondiente a la

verdad de los hechos; es decir, si el proceso se orienta a la solución de

controversias; los principios de legalidad y del debido procedimiento, demandan
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que estas sean resueltas con decisiones justas, y una condición de la justicia es

que, sea constituida a través de la verificación de los hechos, de modo que ninguna

decisión pueda considerarse justa si se aplican normas a hechos que no son ciertos

o que han sido considerados de forma errónea.

Se ha logrado determinar que, el Servicio de Administración Tributaria de Lima –

SAT; no garantiza la imparcialidad exigida al momento de sancionar a los

administrados, ya que un resultado positivo para los administrados conllevaría a ir

en contra de sus propios intereses; toda vez que, con el Edicto Municipal № 225,

con la cual se crea el Servicio de Administración Tributaria de Lima, se establece

en el artículo 5º literal d), que son recursos del SAT “el 5% del monto total

recaudado por la institución”.

Por lo expuesto, se ha logrado determinar que el Servicio de Administración

Tributaria de Lima – SAT, ha trasgredido las garantías constitucionales al no

encausar formalmente y delimitar los parámetros del procedimiento administrativo

sancionador, para lo cual es de observancia obligatoria los principios que rigen la

Potestad Sancionadora Administrativa, señalados en el artículo 246º de la Ley №

27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General; entre los que destacan el

principio de legalidad y el principio del debido procedimiento, los cuales implican la

exigencia al juzgador de un mínimo de garantías para un juzgamiento imparcial,

tales como: el respeto al derecho de defensa y la derecho de obtener una decisión

motivada y fundada en una norma de derecho positivo.
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RECOMENDACIONES

En vista a las conclusiones arribadas en este trabajo de investigación, una de las

recomendaciones más importantes, sería que el Servicio de Administración

Tributaria de Lima – SAT, delegue sus facultades a un órgano especializado,

como lo es el Ministerio de Transportes y Comunicaciones; toda vez que, su

imparcialidad es cuestionada; pero que en la actualidad se ha promulgado la Ley

№ 30900, ley que crea la Autoridad de Transporte Urbano para Lima y Callao; que

en su artículo tercero, establece que la Autoridad de Transporte Urbano para Lima

y Callao – ATU, es un organismo técnico especializado adscrito al Ministerio de

Transportes y Comunicaciones del Perú; asimismo, una de sus funciones sería la

de supervisar, controlar y fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulan los

servicio de transporte terrestre de personas, que se presten dentro del territorio; y

para esto se le ha conferido el ejercicio de la potestad sancionadora, respecto a los

operadores y conductores de los servicios de transporte terrestre.

Por lo que es necesario hacer una comparación del marco legal, entre ambas

instituciones; es decir, entre el Edicto № 225 que crea el Servicio de Administración

Tributaria y la Ley № 30900, ley que crea la Autoridad de Transporte Urbano para

Lima y Callao.

Que en fecha 16 de abril de 1996 se aprueba el Edicto № 225; que, en su primer

artículo se establece la creación del Servicio de Administración Tributaria – SAT,

como un organismo público descentralizado de la

Municipalidad de Lima Metropolitana, con personería jurídica de derecho
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público interno y con autonomía administrativa, económica, presupuestaria y

financiera.

Sus finalidades están establecidas en su artículo segundo que dice: “El Servicio de

Administración Tributaria tiene por finalidad organizar y ejecutar la administración,

fiscalización y recaudación de todos los ingresos tributarios de la Municipalidad”.

Es decir, su función va en torno a temas netamente referentes a Tributos

Municipales.

Luego en fecha 30 de junio de 1998, se dicta la Ordenanza Municipal № 154, que

en su artículo 15º delegan competencias al SAT, en materia de Transporte Urbano

e Interurbano de pasajeros, competencia que solo se circunscribe, a la imposición,

control y cobranza de las papeletas impuestas por infracciones, así como, a la

resolución en primera instancia de las solicitudes no contenciosas originadas por

las mismas; es decir, a través de esta ordenanza municipal, se ha desnaturalizado

su finalidad; por lo que pasa a ser, de un ente especializado en temas tributarios; a

ser un ente resolutor local en materia de transporte, creándose un conflicto de

intereses; ya que al amparo de esta ordenanza, pasa a ser juez y parte en temas

controversiales, como son las multas de tránsito.

Ahora, con la dación de la Ley № 30900 – Ley que crea la Autoridad de Transporte

Urbano para Lima y Callao, se le estaría confiriendo competencias a un ente

especializado en materia de transportes, toda vez

que esta institución está adscrita al Ministerio de Transportes y Comunicaciones.
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Que al ser una institución especializada en materia de transporte terrestre, tiene

por objeto garantizar el funcionamiento de un sistema integrado de Transporte para

Lima y Callao; asimismo, tiene como objetivo organizar implementar y gestionar el

Sistema Integrado de Transporte para Lima y Callao, en el marco de los

lineamientos de política que apruebe el Ministerio de Transportes y

Comunicaciones; siendo competente para planificar, normar, gestionar, supervisar

y de fiscalización y sanción; por lo que su actuar en materia de transporte es

necesaria; ya que, no solo se circunscriben a recaudar deudas por multas; y de ser

este el caso, ya que una de sus funciones son la de ejecutar las sanciones que se

impongan con arreglo a lo establecido en el Reglamento Nacional de

Administración de Transporte; su imparcialidad, que ya ha sido puesto a prueba

sobre el tema que nos convoca, resolviendo casos de forma distinta a lo

acostumbrado por el SAT (ver pág. 282; 283; y 291).

En ese orden de ideas, en vista a las conclusiones arribadas en este trabajo de

investigación se recomienda:

Acelerar el Convenio de delegación de competencia entre la Autoridad de

Transporte Urbano para Lima y Callao y la Municipalidad Metropolitana de Lima;

toda vez que se ha evidenciado en la presente investigación, la imparcialidad con

la que actúa la Autoridad de Transporte Urbano para

Lima y Callao, frente a los administrados sobre los cuestionamientos que realizan

estos sobre la imposición de las actas de control; que en respuesta a ello, estas

actas son sometidas a un análisis integral objetivo; y así poder determinar, si esta

han sido impuestas cumpliendo con las exigencias legales para su validez, a fin de

cautelar los derechos de los administrados; cosa que no ocurre con el Servicio de
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Administración Tributaria de Lima – SAT, ya que conocedores de los vicios

insubsanables que contienen estas actas, en una clara inobservancia al debido

proceso, continúan con los procedimientos sancionadores a fin de hacerse del

cobro total de la multa; hechos que han sido evidenciados en esta investigación.
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ANEXOS

Matriz de Consistencia

Matriz de Operacionalización de Variables

Tabla de Instrumentos de recolección de datos

Tabla de Contrastación de Resultados

Cuestionarios

Actas de Control R-01; R-02 y R-05

Sentencias

Resolución Subdirectoral № 101-2020-ATU/DFS-SF



Matriz de consistencia

PROBLEMA OBJETIVO HIPÓTESIS VARIABLES DIMENSIONES METODOLOGÍA
PROBLEMA GENERAL

¿Qué relación existeentre la
inobservancia el art.139˚ inc.
3) de la Constitución Política
y las sanciones Impuestas
por infracciones al servicio de
taxis?

PROBLEMAS
ESPECÍFICOS.

¿Qué relación existeentre la
inobservancia y las
sanciones impuestaspor
infracciones alservicio de
taxi?

¿Qué relación existeentre el
debido procedimiento enlas
sancionesimpuestas por
infracciones al servicio de
taxi?

OBJETIVOGENERAL

Determinar la relación que
existe entre lainobservancia
alart. 139˚ inc. 3) de la
constitución política y las
sancionesimpuestas por
infracciones alservicio de
taxi

OBJETIVOS ESPECÍFICOS.

Determinar larelación que
existe entre lassanciones
impuestas por
infracciones alservicio de
taxi

Determinar larelación que
existe entre el debido
procedimiento y las
sanciones impuestas por
Infracciones alservicio de
taxi

HIPÓTESIS GENERAL

Existe relación significativa
entre la inobservancia al
art.139˚ inc. 3), de la
Constitución Política y las
sanciones impuestas por
infracciones al servicio de taxi

HIPÓTESIS ESPECIFICA 1

Existe relación significativa
entre la inobservancia y
las sanciones impuestas
porinfracciones al servicio
de taxi.

HIPÓTESIS ESPECIFICA 2

Existe relación significativa
entre el debido
procedimiento y las
sanciones impuestas por
infracciones al servicio de
taxi.

V.I.

La
inobservanci
a al

artícul
o139° inciso
3),de

la
Constitució
nPolítica

V.D
.

Las
sanciones
impuestas
por
infracciones
alservicio de
taxi.

La inobservancia

El debido
procedimiento

Daño

económico

Daño moral

Tipo de
Investigación:Básica.

Nivel de
Investigación:
Correlacional

Diseño de
Investigación:No
experimental

Población:
60 personas sancionados

Muestra:
53 personas sancionadas

Técnicas e
instrumentos de
investigación: Análisis

deexpedientes.
Observación.
Cuestionarios.



Matriz de Operacionalización de Variables

VARIABLES DEFINICIÓN
CONCEPTUAL

DEFINICI
ÓN
OPERACIO
NAL

DIMENS
IÓN

INDICADOR MEDID
A

ITEM

Variable
Se entiende
como la
carencia o
falta de
observancia,
cumplimient
o u
obediencia a
los
mandatos;
también se
entiende
como la
negligencia
o el
descuido de
las
acciones.

Es la
omisión del
cumplimient
o de los
principios
y/o
preceptos
legales
(normas
generales o
especiales)
de
cumplimient
o
obligatorio,
en el
ejercicio de
sus
funciones.

La
Inobserva
ncia.

Incumplimi
ento de
principios
y /o
preceptos
legales

1

Independiente

La

Análisi
s de
expedi
entes.

2Notificacio
nes

Inobservancia

al artículo 139°

Ofrecer y
producir
pruebas

3

inc. 3) de la

Constitución

El Debido
procedimi
ento

Debida
Motivación Encue

stas

4

A la
defensa

5

6

Plazos 7

Variable
La sanción
es la
consecuenci
a o efecto
de una
conducta
que
constituye a
la infracción
de una
norma

Es el daño
de orden
material o
moral,
experimenta
do por una
persona por
la acción de
un tercero;
es decir, es
el mal
efectivamen
te causado
en los
bienes
existentes
que debe
ser
reparado.

dependiente

Las sanciones

Daño
económico

Análisi
s de
expedi
entes.

8

impuestas por

infracciones al

Las
Sancione
s Daño

moral Encue 9

servicio de taxi stas



Instrumentos de recolección de datos

Escala de
valoración

1 2

SI NO

Variable 01: La Inobservancia al Debido

ProcedimientoDimensión: La Inobservancia.

PROPOSICIÓN VALORACIÓN

1. ¿El SAT al momento de sancionar por
infracciones al servicio de taxi, actuó con
sujeción a las normas establecidas?

1 2

Dimensión: El Debido Procedimiento

PROPOSICIÓN VALORACIÓN

2. ¿El SAT notificó con arreglo a ley a los
administrados, sobre la imposición de Actas
de Control y las subsecuentes actuaciones
procedimentales?

1 2

3. ¿Las pruebas de descargo ofrecidas, fueron
valoradas correctamente por el SAT?

1 2

4. ¿Las Resoluciones emitidas por el SAT,
fueron debidamente motivadas?

1 2

5. ¿El SAT garantiza a los administrados el
derecho a defenderse ante las imputaciones
atribuidas?

1 2

6. ¿El SAT, resuelve dentro de los plazos
establecidos, los descargos presentados?

1 2

7. ¿El SAT dentro del procedimiento
sancionador, demostró que si se cometió la
infracción a la norma de taxi atribuida?

1 2



Variable 02: Las sanciones impuestas por infracciones al servicio de taxi.

PROPOSICIÓN VALORACIÓN

8. ¿El SAT aplica correctamente las ordenanzas
municipales, al momento de validar las
sanciones impuestas?

1 2

9. ¿Las sanciones impuestas inobservando el art.
139° de Constitución le han generado algún
perjuicio?

1 2

Tabla de contrastación de resultados, obtenida de la operacionalización realizada

a los instrumentos.

ITEMS SI NO

1. ¿El SAT al momento de sancionar por
infracciones al servicio de taxi, actuó con
sujeción a las normas establecidas?

21 39

2.¿El SAT notificó con arreglo a ley a los
administrados, sobre la imposición de Actas de
Control y las subsecuentes actuaciones
procedimentales?

20 40

4.¿Las pruebas de descargo ofrecidas,
fueronvaloradas correctamente por el SAT?

14 46

5.¿Las Resoluciones emitidas por el SAT,
fuerondebidamente motivadas?

18 42

6.¿El SAT garantiza a los administrados el
derecho a defenderse ante las imputaciones
atribuidas?

19 41

6. ¿El SAT, resuelve dentro de los plazos
establecidos, los descargos presentados?

19 41

7 ¿El SAT dentro del procedimiento sancionador,
pudo demostrar que si se cometió la infracción a
la norma de taxi atribuida?

19 41



8. ¿El SAT aplica correctamente las
ordenanzasmunicipales, al momento de
validar las sanciones impuestas?

16 44

9 ¿Las sanciones impuestas inobservando el
art.139° de Constitución le han generado algún
perjuicio?

25 35

Cuestionario aplicado.

Nombres y Apellidos:

1. ¿El SAT al momento de sancionar por infracciones al servicio de taxi, actuó

con sujeción a las normas establecidas?

2. ¿El SAT notificó con arreglo a ley a los administrados, sobre la imposición

de Actas de Control y las subsecuentes actuaciones procedimentales?

3. ¿Las pruebas de descargo ofrecidas, fueron valoradas correctamente por el

SAT?

4. ¿Las Resoluciones emitidas por el SAT, estuvieron

debidamente motivadas?

5. ¿El SAT garantiza a los administrados el derecho a defenderse ante las

imputaciones atribuidas?

EL PRESENTE CUESTIONARIO TIENE COMO FINALIDADDEMOSTRAR

QUE EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA – SAT,

SANCIONA INOBSERVANDO EL ARTÍCULO 139° INC. 3) DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA, CON REFERENCIA A LAS ACTAS DE

CONTROL (R-01, R-02 Y R-05),



6. ¿El SAT, resuelve dentro de los plazos establecidos, los descargos

presentados?

7. ¿El SAT dentro del procedimiento sancionador, pudo demostrar que si se

cometió la infracción a la norma de taxi atribuida?

8. ¿El SAT aplica correctamente las ordenanzas municipales, al momento de

validar las sanciones impuestas?

9. ¿Las sanciones impuestas inobservando el art. 139° inc.3), de Constitución

le han generado algún perjuicio?

Acta de Control.

Acta de Control de Código R01, que en aplicación del artículo 77º, numeral 3); de

la Ordenanza Municipal № 1974, la cual establece que: “ante la negativa del

conductor a identificarse; se debe dejar constancia del hecho; así como, adjuntar

un medio probatorio”.



Instrumento: Medio Probatorio “Evidencia fotográfica”

Que el artículo 62º de la Ordenanza Municipal № 1684; señala que: “solo será

válido, el material fotográfico en que se verifique la comisión de la infracción; por lo

que, esta prueba de cargo debería de ser desestima, al no generar certeza del

hecho atribuido, prestar el servicio de taxi”.



Instrumento: Cargo de Notificación de Acta de Control.

Como se puede apreciar, la notificación del Acta de Control se realizó en

inobservancia de lo establecido por el artículo 21º numeral 21. 3) y 21.4); de la Ley

№ 27444.



Instrumento: Dictamen.

En la cual desestiman los descargos presentados; a mérito de una motivación

insuficiente, toda vez que desarrollan la norma, más no la justifican con el medio

probatorio aportado.



Instrumento: Resolución de Sanción.



Instrumento: Cargo de Notificación de Resolución de Sanción.

Como se puede apreciar, nuevamente el SAT, contraviene lo establecido por el

artículo 21º numeral 21.3) y 21.4), de la Ley № 27444; que regula sobre el régimen



de las notificaciones personales.

Instrumento: Resolución

Que deniega la apelación presentada contra la resolución de sanción; por

extemporáneo, dando por agotada la vía administrativa

Que, la apelación fue presentada “fuera de los plazos”, debido a que nunca se

notificó al administrado sobre la resolución de sanción; esta toma conocimiento, a



raíz de la recepción de una copia de la resolución de sanción solicitada; momento

en el cual se da por notificado y en aplicación del artículo 26º y 27º de la Ley №

27444, interpone la apelación.

Instrumento: Cargo de Notificación de Resolución de Gerencia Central de

Normativa.

La cual busca su sustento legal en base a una segunda visita; pero, nunca se dejó

el documento de preaviso, sobre la nueva fecha de visita, al amparo del artículo 21º



numeral 21.5) de la Ley № 27444.

Instrumento: Resolución de Ejecución Coactiva.

Documento con el cual el SAT, da inicio la cobranza coactiva



Instrumento: Cargo de Notificación de Resolución de Ejecución Coactiva.

Como se puede apreciar; el SAT, nuevamente incumple con las disposiciones

establecidas por el artículo 21º numeral 21.4) y 21.5); de la Ley № 27444, en cuanto



al régimen de notificación personal; encausando al administrado a un estado de

indefensión.

Instrumento: Resolución de Medida Cautelar.

Con esta resolución el SAT, intenta hacerse del cobro por una supuesta infracción

cometida, a mérito del desarrollo de un procedimiento totalmente arbitrario.



Instrumento: Cargo de Notificación de Resolución de Medida Cautelar.

Como se puede apreciar; el SAT, busca revestir de legalidad la notificación, en base

a una segunda visita; cuando en realidad el notificador, nunca cumplió con emitir el

aviso de cuando se realizaría la segunda visita



Instrumento: Dictamen Fiscal

Documento en el cual; la Fiscalía de la Nación, declara la nulidad del Procedimiento

de Ejecución Coactiva iniciado por el SAT, por haberse desarrollado incumpliendo

los preceptos legales.

















Caso № 02: Acta de Control R–01

El art. 77º numeral 77.3); de la Ord. Mun. №1974; establece que, ante la negativa

del conductor a identificarse, el inspector deberá dejar constancia del hecho; así

como, de anexar un medio probatorio.



Instrumento: Medio probatorio “Evidencia Fotográfica”

Fotografía con la cual intentan darle un aparente sustento legal al acta de control,

al amparo del art. 77º numeral 77.3) de la Ord. Mun. № 1974; la cual debe ser

concordante con el art. 62º numeral 3) de la Ord. Mun. № 1684, Medios probatorios

que sustentan las infracciones, la cual establece que: “solo será válido el material

fotográfico en el que se verifique la comisión de una infracción”; fotografía que no

cumple con los preceptos legales mencionados.

Instrumento: Cargo de notificación de acta de control



Instrumento: Cargo de recepción de descargo presentado por el administrado.



Instrumento: Descargo presentado ante el SAT – Lima,

En la cual el administrado, en su calidad de Gerente General de la Empresa

propietaria del vehículo, solicita la nulidad del Acta de Control, por contener vicios

de validez.



Instrumento: Parte final del descargo presentado por el administrado.

Donde se puede apreciar que se anexo al documento, el certificado de vigencia de

poder; así como, copia de una consulta vehicular SUNARP; donde se puede

corroborar que la empresa es propietaria del vehículo y el administrado acciona en

su calidad de representante legal de la empresa Auto Sport VTC – E.I.R.L.



Instrumento: Carta de respuesta.

En la cual deniegan la solicitud de nulidad; por no ser parte del procedimiento,

cuando en el descargo presentado se demuestra documentalmente su legitimidad

para accionar ante el SAT



Instrumento: Cargo de Notificación de Carta.

Con la cual deniegan la solicitud de nulidad del Acta de Control; cómo se puede

apreciar el SAT, notifica incumpliendo lo establecido por el artículo 21º numeral

21.4) y 21.5); de la Ley № 27444, en cuanto al régimen de notificación personal;



Instrumento: Cargo de solicitud de acceso a la información pública

Con el cual se pide al SAT – Lima, una copia de la carta que desestima la

pretensión, con su respectivo cargo de notificación; toda vez que nunca se notificó

al administrado.



Instrumento: Informe Final de Instrucción.

La cual está dirigida a Auto Sport VTC E.I.R.L.; como

responsable administrativo.



Instrumento: Cargo de Notificación de IFI.

Con lo cual se demuestra que el SAT – Lima, incumple las disposiciones referentes

a las notificaciones personales, establecidas en el art. 21º numeral

21.4) y 21.5); de la Ley № 27444,



Instrumento: Cargo de Solicitud de Información.

Tramite mediante el cual, el administrado conocedor de la existencia del Informe

Final de Instrucción, y que al no habérsele notificado; solicita copias para seguir

actuando según sus intereses.



Instrumento: Cargo de ingreso de descargo presentado por el administrado



Instrumento: Descargo presentado por el administrado



Instrumento: Carta de respuesta al descargo presentado por el administrado



Instrumento: Resolución de sanción referente al acta de control



Instrumento: Cargo de notificación de resolución de sanción.



En la cual se puede apreciar las irregularidades en la que incurre el SAT, al

momento de efectuar las notificaciones

Instrumento: Resolución de ejecución coactiva



Instrumento: Cargo de notificación de resolución de ejecución coactiva.



En la que se puede evidenciar que el SAT, causa indefensión a los obligados al no

poner de conocimiento correctamente de las actuaciones a los administrados.

CASO № 03: Acta de Control R-01



Instrumento: Medio probatorio “Evidencia Fotográfica”



La cual deberia de ser considerada como prueba insuficiente; toda vez que, esta

no logra acreditar la comision de infraccion alguna, tal como lo establece el art. 62º

inc.3) de la Ordenanza Municipal № 1684

CASO № 04: Acta de Control R-01



Instrumento: Medio probatorio “Evidencia Fotográfica”.



En la cual solo se puede apreciar la parte frontal del vehículo, más ninguna

evidencia externa, de que este prestando servicio de taxi alguno.

CASO № 05: Acta de Control R-01



La cual cuenta con un medio probatorio insuficiente; por lo que debería de

declararse su nulidad de oficio, al no ajustarse por lo dispuesto en el artículo 62º

inciso3) de la Ordenanza Municipal. № 1684

Instrumento: Medio probatorio “Evidencia Fotográfica”



En la cual no se puede apreciar que, el vehículo este prestando el servicio de taxi;

ni mucho menos la existencia de casquete de taxi en el tablero; tal como, lo detallan

en el acta de control.



CASO № 06: Acta de Control R-01

Instrumento: Medio probatorio “Evidencia Fotográfica”



En la cual no se puede evidenciar que el vehículo este prestando servicio de taxi

alguno; asimismo, se ha consignado en el acta de control que, el vehículo contaba

con un casquete de taxi; imputaciones que no son corroborados en la fotografía.

CASO № 07: Acta de Control R-01



Instrumento: Cargo de notificación de Acta de Control



En la cual se trata de dar un sustento legal en virtud a una segunda visita; pero

nunca se dejó el aviso en la cual se comunica sobre la programación de la segunda

visita.

Instrumento: Medio Probatorio “Evidencia Fotográfica”

En la cual; no se puede apreciar que el vehículo intervenido, este prestando servicio



de transporte alguno; en el acta de control se ha manifestado, en el campo de las

observaciones del inspector, que al momento de la intervención tenía un Sticker en

el parabrisas, hechos que no guarda relación con la fotografía anexada como

prueba de los hechos denunciados.

Instrumento: Informe Final de Instrucción



Instrumento: Cargo de notificación de Informe Final de Instrucción.



En el cual es realizado por el mismo notificador, cambiando en parte las

características del domicilio.

Instrumento: Resolución de Sanción



Esta resolución es notificada en una dirección contraria a las consignadas en los

otros documentos.

Instrumento: Constancias de las visitas.

Las cuales no contienen datos que hagan presumir de la veracidad de los hechos



CASO № 08: Acta de Control R-02

En la cual se ha consignado la negativa del conductor a identificarse.



Instrumento: Medio probatorio “Evidencia Fotográfica”



En la cual solo se puede apreciar la parte frontal del vehículo; más ningún signo

externo de que esté prestando servicio de transporte en alguna modalidad; la

misma que no reúne los requisitos expuestos en el artículo 62º inc.3) de la

Ordenanza Municipal 1684.

Instrumento: Cargo de notificación de acta de control.



En la cual se puede evidenciar que esta fue mal realizada; por lo que no genera

eficacia.

Instrumento: Descargo efectuado contra acta de control.



Instrumento: Resolución de Sanción



Instrumento: Cargo de notificación de resolución de sanción



Instrumento: Cargo de ingreso de interposición de apelación contra acta de control.



Instrumento: Resolución de Gerencia.

En la cual deniegan la apelación interpuesta.



Instrumento: Cargo de notificación.



En la cual se puede apreciar que esta diligencia de notificación estuvo mal

realizada; por lo que sus efectos jurídicos son ineficaces.

Instrumento: Resolución de ejecución coactiva.



Instrumento: Cargo de notificación.



En el cual se puede apreciar nuevamente que, el acto de notificación es mal llevada

Instrumento: Resolución de medida cautelar.



Instrumento: Boleta Informativa.

Con la cual se demuestra que el vehículo es una propiedad sujeta al régimen de



sociedad conyugal, por lo que la deuda debió de haberse requerido contra ambos

integrantes de la sociedad conyugal.

Instrumento: Cargo de ingreso de demanda contencioso administrativo.



Instrumento: Demanda Contencioso Administrativo



Instrumento: Auto Admisorio.





Instrumento: Cargo de solicitud de suspensión de procedimiento de ejecución

coactiva; por la causal de interposición de demanda contencioso administrativo



Instrumento: Resolución con la cual deniegan el requerimiento con argumentos que

contraviene lo establecido en la norma.



Instrumento: Cargo de solicitud de suspensión de cobranza coactiva.



Instrumento: Solicitud de suspensión de cobranza coactiva.



Instrumento: Resolución con la cual deniegan nuevamente le requerimiento, bajo



los mismos argumentos de la resolución primera

Instrumento: Denuncia ante la evidencia del abuso de autoridad en la que incurre

el SAT



Caso № 09: Acta de Control – R01



Instrumento: Medio probatorio – “Evidencia fotográfica”



Instrumento: Cargo de ingreso de solicitud de incorporación al procedimiento

administrativo.



Toda vez que en las actas de control de Código R-05, se considerado como

responsable administrativo a la empresa titular de la autorización de taxi.

Instrumento: Solicitud con la cual el propietario sustenta

la pretensión.



Instrumento: Carta con la que el SAT, accede a la pretensión del propietario.



Caso № 10: Acta de Control R-05



La cual requiere de un medio probatorio que sustente la imputación atribuida

Instrumento: Medio probatorio – “Evidencia fotográfica”



La cual debe de evidenciar la infracción cometida



Instrumento: Cargo de notificación de acta de control.

Instrumento: Cargo de ingreso de descargo interpuesto al acta de control



Instrumento: Carta de respuesta a descargo interpuesto.



Instrumento: Informe Final e Instrucción





Instrumento: Cargo de Notificación de Informe Final de Instrucción

En la cual se puede apreciar que el acto de notificación se realizó en contravención

a lo establecido por la ley

Instrumento: Resolución de Sanción.



Instrumento: Cargo de Notificación de Resolución de Sanción.



En la cual se puede apreciar que la notificación fue realizada en contravención a la

norma; asimismo, los datos de la casa no coinciden

Instrumento: Cargo de ingreso de solicitud, apersonándose al proceso como tercero

con interés.



Instrumento: Solicitud realizada por el propietario del vehículo



Instrumento: Carta en la cual el SAT accede a la solicitud



Instrumento: Resolución de ejecución coactiva





Instrumento: Cargo de Notificación de Resolución de Ejecución Coactiva.

Que como se puede evidenciar, esta fue mal llevada.



Instrumento: Sentencia

En la presente sentencia el órgano jurisdiccional ha advertido la deficiencia en la

que ha incurrido el Servicio de Administración Tributaria de Lima – SAT; en cuanto

a las notificaciones; declarando nulo el procedimiento de cobranza coactiva iniciado

por el SAT.















Instrumento: Sentencia



En la presente sentencia; el juez advierte que se ha iniciado la cobranza coactiva

estando aún pendiente de resolver una apelación contra la resolución de sanción;

vulnerando así el debido proceso.





















Instrumento: Sentencia

En la presente sentencia de vista; el juez ha determinado que, restringir el derecho

a la defensa y a ofrecer y producir pruebas, vulnera el derecho al debido

procedimiento.













Instrumento: Sentencia.

Con esta sentencia se ha puesto en evidencia nuevamente al Servicio de

Administración Tributaria de Lima – SAT; al procurarse el cobro de una deuda,

mediante procedimientos que no han sido notificados conforme a ley.











Instrumento: Sentencia.

En esta sentencia de vista; nuevamente se ha evidenciado que el SAT, no ha

cumplido con notificar correctamente a los obligados.







Instrumento: Sentencia



Mediante este auto en su parte resolutiva, se ordena admitir a trámite la demanda

a fin de evaluar si se el SAT, ha vulnerado el derecho a formular peticiones, a

obtener una respuesta dentro de los plazos y al debido proceso en su manifestación

al derecho de defensa







Instrumento: Sentencia

En la cual se determina cuáles son los requisitos mínimos y trascendentales que

debe de contener las actas de control.

























Instrumento: Comparación de dos procedimientos desarrollados simultáneamente

entre el SAT y el ATU, con respecto a la legalidad de un acta de control; en el cual

el SAT resolvió sancionar y ejecutar el cobro a través de procedimientos coactivos.

















Instrumento: Proceso llevado en paralelo ante el ATU sobre la misma acta de

control, pero con resultados muy distintos a los obtenidos por el SAT




















